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				13. ENTRE UNA REALIDAD PLURILINGÜE  Y UN ANHELO DE NACIÓN. APUNTES PARA UN ESTUDIO SOCIOLINGÜÍSTICO  DEL SIGLO XIX

				Frida Villavicencio

				Centro de Investigaciones y Estudios Superiores

				en Antropología Social

				El cambio, orgánico o violento, la transformación en todos los órdenes, políticos y sociales, económico y cultural está, pues, en la propia naturaleza del siglo XIX y su dinámica es la que rige los grandes movimientos de la época.

				JOSÉ LUIS MARTÍNEZ 

				(“México en busca de su expresión”)

				INTRODUCCIÓN

				Considerar la sociolingüística como el estudio de las necesidades comunicativas de los hablantes implica conocer las condiciones sociales en las que dicha comunicación se produce y las repercusiones que estas condiciones tienen en la producción y las actitudes lingüísticas de las personas que interactúan en un contexto específico. Los fenómenos sociolingüísticos a los que dan lugar las necesidades comunicativas son complejos y dinámicos, por ello fenómenos como el cambio, variación, contacto, bilingüismo, diglosia y desplazamiento o muerte de lenguas sólo pueden entenderse a cabalidad si se atiende tanto sincrónica como diacrónicamente al contexto en el que estos fenómenos se producen. Las necesidades comunicativas de los individuos y las comunidades son históricas; varían de una época a otra y de una sociedad a otra, conforme varían las condiciones sociales que enmarcan la actuación de los hablantes.

				En México, uno de los países con mayor diversidad lingüística, las necesidades comunicativas de sus habitantes son aún más complejas tanto por el número de lenguas y variedades existentes en el territorio como por las distintas condiciones sociolingüísticas a que éstos están sujetos. A lo largo de la historia de este país, las relaciones que se han establecido entre los hablantes así como entre las distintas lenguas utilizadas por ellos han sido asimétricas; las lenguas habladas en nuestro territorio varían en cuanto al prestigio de que gozan entre sus propios hablantes y frente a los hablantes de otras lenguas, la vitalidad que disfrutan y el reconocimiento legal que se les otorga. Aunque dicha asimetría es una constante que define el multilingüismo del país, se trata de una asimetría dinámica en tanto se explica por un continuo ajuste entre los límites marcados por el consenso y el conflicto lingüístico.

				En este estudio me ocupo del siglo XIX, una de las etapas de mayor dinamismo en la historia de México, etapa en la que el cambio acelerado es el signo definitorio de los tiempos. Las profundas transformaciones sociales que se sucedieron durante este lapso dieron paso a una redefinición constante y diversa de las condiciones sociales y las necesidades comunicativas de los hablantes. No obstante que el país continuó siendo predominantemente rural, dio inicio un proceso acelerado de urbanización; el régimen de propiedad cambió y los cultivos empezaron a orientarse hacia el mercado mundial, entraron capitales extranjeros que impulsaron la minería e instalaron las primeras industrias; en una palabra, México empezó a modernizarse. Este contexto propició una interacción más intensa y frecuente entre los diferentes sectores del país, lo que se tradujo en un contacto más estrecho entre las diversas lenguas habladas por los habitantes de las distintas regiones del país. Durante esta centuria México surge como país independiente; tras una prolongada guerra civil que ocupa la primera parte del siglo, triunfa un proyecto de nación sustentado en los principios del liberalismo y poco a poco se consolida la identidad que, desde entonces, aglutina a los mexicanos.

				En este proceso la lengua castellana desempeñó un destacado papel, pero su primacía fue en detrimento de las otras lenguas habladas en el territorio. La asimetría del contacto se agudizó favoreciendo de manera definitiva a la lengua del grupo dominante colocándola sobre las lenguas indígenas y promoviendo el bilingüismo de los sectores indígenas otrora monolingües. Esta situación se vio reforzada con políticas lingüísticas que partían del reconocimiento del español como la lengua oficial y promovían la castellanización de los grupos étnicos.

				Nuestro objetivo es contribuir al entendimiento de las dinámicas lingüísticas y sociolingüísticas que se observan durante este periodo, con especial énfasis en las lenguas indígenas y sus hablantes. En tanto los cambios y transformaciones ocurridos durante el siglo XIX explican, en buena medida, el México plurilingüe de nuestros días, un mejor conocimiento de este periodo ayudará a entender mejor nuestro presente y a decidir sobre nuestro futuro.

				Iniciamos con una somera recapitulación de los principales aspectos históricos que enmarcan los albores del siglo XIX. El ocaso de los antiguos imperios y la emergencia de las nuevas potencias propician otro reparto del planeta y dicha situación se ve reflejada en un nuevo mapa geopolítico. Los principios de la Ilustración están en la base de este nuevo modo de entender y vivir el mundo. El recuento global que se presenta como “El contexto histórico” tiene el objetivo de permitirnos ubicar y ponderar los acontecimientos locales que acaecieron en el país durante este periodo.

				En la segunda parte, considero las nuevas condiciones sociales de comunicación que se desarrollaron en el país a partir del establecimiento de las nuevas formas de producción generadas por la instauración del capitalismo. Como parte de estas nuevas condiciones considero el cambio en la correlación de fuerzas que supuso el paso de la colonia a la nación, las ideas que, en diferentes momentos, prevalecieron entre los actores de la sociedad decimonónica y la pugna que se extendió durante todo el siglo entre liberales y conservadores.

				En la tercera parte describo el perfil sociolingüístico prevaleciente en la sociedad mexicana del siglo XIX con base en dos indicadores: la composición demográfica del país y las nuevas condiciones en las que se producen las cada vez más frecuentes interacciones de sus habitantes. Estas nuevas condiciones generan nuevos espacios y momentos de comunicación y la refuncionalización de otros, así como la emergencia de nuevos actores.

				Por último, en el cuarto apartado reviso las políticas lingüísticas establecidas por los regímenes decimonónicos, mediante las cuales se reconoce el español como la lengua nacional y las lenguas indígenas son desplazadas, quedando relegadas a meros objetos de estudio para anticuarios y filólogos. En cuanto me ha sido posible, considero lo ocurrido con el grupo y la lengua purépecha como un caso ilustrativo del acontecer decimonónico.

				EL CONTEXTO HISTÓRICO

				El siglo XIX fue una época de transformación en todos los órdenes; desaparecen las últimas estructuras feudales y emerge una sociedad industrial. El nuevo modo de producción permitió el desarrollo de los estados europeos, lo que repercutió, en mayor o menor medida, en sus respectivas colonias de América, Asia y África. Dos acontecimientos acaecidos durante el siglo XVIII son el preludio de los grandes cambios que se sucederían durante el XIX: la Revolución francesa y la Revolución industrial.

				La serie de cambios económicos, políticos y sociales ocurridos en Europa hacia finales del siglo XVII y durante todo el XVIII conocida como Revolución industrial transformó el panorama prevaleciente hasta ese momento. El paso del domestic system[1] a la fábrica alentó una migración masiva del campo a las ciudades y propició la emergencia de una clase proletaria y otra capitalista. El empleo de sistemas mecánicos movidos por tracción no animal, la aplicación amplia y sistemática de la ciencia y el consecuente desarrollo de nuevas tecnologías, la especialización en la distribución de bienes y la redistribución de las actividades económicas configuraron poco a poco un nuevo orden social. 

				La Revolución francesa de 1789 marca el inicio de la decadencia de la sociedad agraria y aristocrática y el ascenso de una burguesía con nuevos intereses y necesidades. El conjunto de movimientos revolucionarios que en Francia pone fin al Antiguo Régimen e instaura la República impulsa una serie de modificaciones políticas, económicas, culturales y sociales. Sustentada en los ideales de la Ilustración, la Revolución francesa preconiza la separación de poderes, el régimen parlamentario y la doctrina del contrato social. Acciones emanadas de ella, como la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, la laicización del Estado, la secularización de los bienes de la Iglesia y la obligatoriedad de la educación repercuten en todo el orbe.

				El desarrollo de la industria manufacturera a finales del siglo XVIII y principios del XIX transformó a la Gran Bretaña en el país líder que despunta entonces como la mayor potencia comercial y marítima del mundo y el principal motor del liberalismo económico. Después de experimentar la expansión demográfica más significativa de toda Europa durante el siglo XVIII y las transformaciones agrarias que permitieron la privatización de las tierras, Gran Bretaña vivió una revolución agrícola que permitió que sus nacientes empresas se impusieran en los mercados mundiales.

				La reorganización del espacio: una nueva geopolítica

				Las transformaciones que anteceden al siglo XIX preparan el contexto que hará posible un periodo que se define por el cambio acelerado. Durante este siglo se consolidan las nuevas fuerzas políticas, económicas y sociales que se venían perfilando desde el siglo anterior; la redistribución de fuerzas se materializa en un nuevo mapa geopolítico que atestigua otra distribución del mundo. A lo largo de este periodo aparecen las naciones europeas y americanas que veremos actuar en el siglo XX.

				La cuestión de la unidad nacional se vivió intensamente durante el siglo XIX en toda Europa, especialmente en los territorios italianos y alemanes. Insurrecciones, tratados, uniones, alianzas se sucedieron durante la primera mitad del siglo; aunque en el mapa de la Europa central emanado del Congreso de Viena de 1815 en el que se decidió una nueva organización política del continente se empezaron a perfilar estos nuevos estados, había de transcurrir más de medio siglo de luchas entre las diferentes fracciones contendientes para que se lograra una relativa estabilidad; en 1861 surge Italia y a principios de los años setenta, Alemania.

				España, la hasta entonces primera potencia europea, se queda a las puertas del desarrollo económico y cultural que tiene lugar en el resto de Europa. Es durante este siglo cuando la corona española pierde la mayor parte de sus dominios en América, con lo que se agrava la crisis económica y política que la metrópoli venía experimentando desde finales del siglo XVIII. Esto hizo que el otrora gran imperio pasara a ocupar una posición periférica, fuera de los grandes acontecimientos que empezaban a producirse en las naciones que se consolidaron en este periodo como grandes potencias industriales. 

				Las colonias inglesas de América, recién independizadas en 1776, despuntan como una de las naciones más dinámicas del siglo XIX. La declaración de independencia y después la constitución promulgada en esta joven y pujante nación recoge las ideas presentes en El contrato social de Rousseau. En este marco el nuevo país se erige como un paradigma del liberalismo. Durante este periodo los Estados Unidos de América experimentaron un notable desarrollo político, económico y social, lo que les permitió expandir sus fronteras hacia el sur y el oeste mediante la colonización, compra o conquista de nuevos territorios.

				A la independencia de las colonias inglesas siguió la independencia de las posesiones españolas y portuguesas en América; en los primeros quince años del siglo XIX en casi todas las colonias se manifestaron las primeras insurrecciones. Los factores detonantes fueron paralelos en todos los casos: distanciamiento entre la metrópoli y sus colonias, una política mercantilista que favorecía a los peninsulares y el mal gobierno. El espíritu de la Revolución francesa y el ejemplo de las recién emancipadas colonias inglesas dejó sentir su influencia en el cada vez más independiente sector de criollos ilustrados que encabezaron las guerras de independencia en la América hispánica.

				El signo de los tiempos: la Ilustración 

				El XIX es también un siglo de profundas transformaciones en las ideas; durante este periodo, se transita de la Ilustración, cuyos principios están en la base de todos los movimientos de independencia del Nuevo Continente, al positivismo, que cobra auge hacia la segunda mitad del siglo y rige buena parte del XX. El movimiento de la Ilustración tiene su origen en Gran Bretaña, de donde pasa a Francia para adquirir su forma definitiva y expandirse desde allí al resto del Viejo Continente y las colonias americanas. 

				La máxima expresión de la Ilustración fue el enciclopedismo, que reconoce la primacía de la razón y la experiencia como únicas fuentes válidas de conocimiento. La moral de los enciclopedistas es humanista; el destino del hombre es conseguir la felicidad en esta tierra mediante el ejercicio de su libertad, que se considera entonces connatural a la persona. Esto los lleva a pugnar por la abolición de toda forma de esclavitud y de tortura, la libertad del comercio y la industria, la igualdad ante la ley y el derecho a la propiedad privada.

				En el campo de la filosofía, la Ilustración centra su interés en la teoría del conocimiento y el estudio de la constitución de la materia y de la vida. Esto cristaliza en posiciones empiristas, criticistas y materialistas. Surge una inclinación por el estudio de la naturaleza y sus leyes, lo que impulsa el desarrollo de las ciencias naturales, la biología, la física, la química y las matemáticas. Las nuevas teorías filosóficas y científicas permiten el desarrollo de nuevas técnicas en el campo de la minería, la agronomía, la medicina y la mecánica y dan paso a la época de las máquinas. El uso del telar, la máquina de vapor y la electricidad marcan el nuevo siglo.

				En el campo de la política, la Ilustración establece la doctrina del contrato social, la perfectibilidad del hombre y su derecho a la felicidad, lo que conduce a teorías republicanas, anticolonialistas y presocialistas. En el campo de la economía surge la fisiocracia, que señala la existencia de un orden natural al que se llega dejando que las fuerzas del mercado actúen libremente (laissez faire) y se opone a la intervención gubernamental en materia económica.

				Esta modernidad se afirma y propaga a través de nuevas formas de sociabilidad. Típico de la Ilustración francesa es el espíritu académico que se materializa en la apertura de academias, institutos científicos, museos y bibliotecas, así como la creación de diarios literarios, publicaciones periódicas y enciclopedias. La invención de la máquina de escribir, el desarrollo de los medios de comunicación (barco de vapor, ferrocarriles, bicicleta, telégrafo, radio, etc.) y el aprovechamiento práctico de la energía eléctrica contribuyeron a generar nuevas y más frecuentes interacciones sociocomunicativas. Nace la opinión pública, que se expresa en periódicos, folletos, revistas, gacetas y otros “papeles” que proliferaron en la época.

				Conforme avanza el siglo, el neoclasicismo que preconizaba el culto a la naturaleza, la verdad y las virtudes cívicas va cediendo el paso al romanticismo, mediante el cual el páthos (conjunto de características emocionales) sustituye al éthos (conjunto de características que objetivan la realidad). Esta nueva visión, en la que la imaginación creativa se coloca en el mismo plano de la razón, privará durante buena parte del siglo. El exaltado individualismo y las ansias de libertad en donde predominan los sentimientos se encuentran en perfecta sintonía con los ideales de la emergente burguesía.

				La cuestión de la lengua fue un aspecto importante para los pensadores de la época, quienes rechazan la imitación servil a los clásicos; se alejan del academicismo y pugnan por un acercamiento a la lengua viva y a una literatura basada en el uso popular y moderno de las lenguas. Esta actitud va unida a una preocupación por la función social y moral del arte. La lengua se esgrimió como uno de los principales elementos de cohesión; el reconocimiento de una lengua nacional fue central para lograr la unificación de las naciones emergentes y el romanticismo estuvo en la base de estos nacionalismos. La afirmación del individuo y el anhelo de libertad fueron principios que encontraron su expresión en una decidida defensa y exaltación de las lenguas minoritarias; por la situación lingüística prevaleciente en países como Italia, la literatura dialectal asumió particular importancia.

				Hacia la segunda mitad del siglo, cobra fuerza el positivismo como reacción a los excesos del romanticismo. Lo “dado” en la experiencia (positum) se considera como único objeto de conocimiento y se rechaza todo aquello que no sean los hechos y las relaciones entre éstos. La única pregunta pertinente es cómo, renunciando con ello a todo intento de explicación así como a todo conocimiento a priori. Una de las áreas en que el cambio del romanticismo al positivismo se observa con mayor nitidez es la ciencia; los científicos románticos postulaban hipótesis y leyes para explicar los fenómenos que observaban y cuya naturaleza les continuaba siendo enigmática; el átomo (Lavoisier y Dalton), así como la idea del éter y la del flogisto (Sthal) no se podían probar, sólo presuponer. Para el romanticismo, la hipótesis prevalece sobre la observación. Los positivistas, en cambio, cifraron su quehacer en una rigurosa observación y experimentación; desde esta perspectiva, las hipótesis se deben comprobar.

				En el siglo XIX la ciencia pierde su carácter teórico y se integra de lleno como factor de cambio en los procesos de producción; es un siglo de grandes descubrimientos científicos, pero sobre todo de inventos. Ciencia y técnica se identifican con el progreso; la ciencia experimenta un proceso de democratización; los gobiernos adoptan una política científica siguiendo el modelo francés y se crean planes en los que la enseñanza científica se presenta como una alternativa a la educación humanística prevaleciente desde el Renacimiento. Los científicos e inventores, por primera vez, son reconocidos por la sociedad como trabajadores de tiempo completo.

				NUEVAS CONDICIONES SOCIALES DE COMUNICACIÓN

				Durante el siglo XIX en México, como en el resto del orbe, se producen y consolidan grandes cambios. El país deja de ser una colonia y pasa a ser un territorio independiente en el que, tras un periodo de agitados vaivenes políticos, se consolida un régimen republicano y México entra de lleno, aunque con sus propias características, al mercado capitalista mundial y se instala en la modernidad. Las nuevas formas de producción que se desarrollan durante este lapso propician nuevas necesidades comunicativas; las interacciones que se establecen entre los diferentes sectores que integran la nación experimentan un cambio cualitativo y cuantitativo; los hablantes producen nuevas formas lingüísticas y cambian sus actitudes hacia las diferentes lenguas que se hablan en el territorio.

				Los cambios: de colonia a nación

				El preludio de las transformaciones experimentadas en el siglo XIX se encuentra en los cambios generados en la última etapa del periodo colonial. Con la llegada de los Borbones al trono de España, hacia la segunda mitad del siglo XVIII, la corona española concentra sus esfuerzos en secularizar el Estado y sanear la administración pública. Estas medidas buscan limitar el poder de la Iglesia y de los administradores locales para permitir al monarca ejercer un mayor control sobre la organización financiera, institucional y judicial del reino, que redituara una mayor eficacia en la explotación de las riquezas habidas en sus dominios.

				Por 1740 […] la Nueva España […] entró en una era de cambios conocida con los nombres de Ilustración y Siglo de las Luces. En este siglo que va del reinado de Fernando VI (1746-1759) y el virreinato de Francisco de Güemes, conde de Revillagigedo (1746-1755) al reinado de Carlos IV (1788-1808) y al virreinato de José de Iturrigaray (1803-1808), la Nueva España amplía su territorio y su población, se enriquece, cambia de sistema político, procrea un nuevo grupo social, se ilustra, se da cuenta de sí misma y se prepara para hacer vida aparte e independiente de la nación española. (González 1983, p. 73).

				Administrativamente, las reformas borbónicas pretendían unificar todo el territorio perteneciente a los dominios europeos y ultramarinos de la corona española y administrarlos a través de organismos centralizados. La gran innovación fue el establecimiento, a partir de 1786, del sistema de intendencias como una forma de terminar con el fraude fiscal de contribuyentes y funcionarios y aumentar la recaudación de tributos[2]. La red de gobierno que se instauró transformó en lo más profundo la organización político-administrativa del territorio. La autoridad del intendente se constituyó como intermediaria entre los cuerpos urbanos (ciudades, villas y repúblicas de indios), hasta entonces tradicionalmente autónomos y privilegiados, y la monarquía[3].

				En este contexto, para nuestros objetivos tienen especial importancia los cambios que la instauración de las reformas borbónicas empezó a generar en las repúblicas de indios. Creadas por la legislación indiana, las repúblicas de indios representaban formalmente a los pueblos[4] y se regían por una legislación específica. Esto tuvo dos consecuencias: por un lado, los pueblos de indios quedaron separados del resto de la sociedad y, por otro, pudieron conservar una cierta autonomía ante las autoridades coloniales. Cabe destacar que los pueblos de indios no eran “regiones de refugio” sino corporaciones dinámicas y activas que realizaban funciones económicas, financieras, religiosas y educativas; ni sumisos ni rebeldes, formaban parte de la compleja organización colonial a la que se adaptaban cambiando y propiciando alternativas, defendiendo sus intereses e intentando resolver conflictos internos (Tanck 1999, p. 588)[5].

				Las necesidades comunicativas de los habitantes de los pueblos de indios eran de distinta naturaleza, como distinta era la composición de estos conglomerados. Había pueblos que se caracterizaban por una diversidad de etnias, en la que convivían hablantes de diferentes lenguas, muchas veces pertenecientes a distintas familias lingüísticas. Para el caso de Michoacán, esto sucedía en pueblos como Santa Fe de la Laguna, en donde se habían admitido indios otomíes además de los originarios purépechas. Por otra parte, al final de la Colonia algunos pueblos contaban también con vecinos españoles y de otras castas; los pueblos exclusivamente purépechas se encontraban localizados predominantemente en la sierra y en torno a los lagos (Terán 1997, p. 339).

				Cabe señalar que el bilingüismo, e incluso el multilingüismo, si bien no representaba la situación general de la población, tampoco era raro en la vida cotidiana de los habitantes de una república de indios. Aquellos que, además de su lengua materna, sabían suficiente español (y en algunos casos, otras lenguas indígenas e incluso algo de latín) podían ser empleados como “lenguas”; estos intérpretes muchas veces cumplían, además, funciones comerciales y políticas por las que gozaban de privilegios[6].

				La aplicación de las reformas borbónicas provocó profundos cambios en la vida no sólo de los indios sino también de los no indios avecindados en las repúblicas. Al quedar regidos por una regla administrativa común, los indios perdieron sus privilegios y empezaron a “igualar”[7] su condición con la de los otros habitantes. De esta manera todos quedaron englobados en la categoría de vecinos y más tarde en la de ciudadanos. Al perder el control de las cajas de comunidad, los indios perdieron también el control de sus bienes y con ello su presencia cultural y política; al final dejaron de ostentar la representación de los pueblos, misma que pasó a manos de los vecinos no indios.

				Como producto de estas transformaciones, los pueblos comenzaron a cambiar su fisonomía y sufrieron un proceso de urbanización mediante el cual pasaron a ser vecindarios y adquirieron el perfil mestizo que hoy los caracteriza. Cada vez hubo menos diferencia entre los antiguos “lugares de españoles”[8] y los pueblos de indios. El proceso de modernización de la  sociedad rural que se inicia con las políticas borbónicas concluye con la instauración de la república federal en 1824: para cuando se instauran “las reformas liberales juaristas los indios ya vivían en una situación radicalmente distinta que la que conocieron hasta la Colonia” (ibid., p. 357)[9].

				Durante este proceso se fueron perfilando nuevas necesidades comunicativas; la igualación de los vecinos permitió una administración única que se ejecutó en la lengua del grupo dominante, el español. El indio, otrora miembro de una república con leyes propias, tuvo que enfrentar la nueva administración en su calidad de individuo, al no contar ya con el respaldo de las autoridades de su congregación; el desconocimiento del español era una desventaja mayor. En estas condiciones el español fue teniendo poco a poco mayor presencia en los diferentes espacios sociales de la vida cotidiana y en la interacción comunicativa entre indios y no indios. Este contexto propició el desarrollo cada vez más generalizado del bilingüismo entre los hablantes de lenguas indígenas. El proceso de castellanización de la población fue reforzado, como veremos, por las políticas lingüísticas emanadas de los postulados del liberalismo y desarrolladas durante toda esa centuria.

				Las ideas: del liberalismo al positivismo

				Durante la última fase del periodo colonial emerge una nueva clase social, los criollos ilustrados, quienes poco a poco toman conciencia del valor autónomo que tienen en todos los órdenes de la vida. En búsqueda de su identidad apelan tanto a las ideas de la Ilustración como a las culturas autóctonas de sus pueblos; ambas fuentes les sirven para ratificar la legitimidad de su quehacer histórico y afirmar un nativismo que los diferencia, al mismo tiempo, de los peninsulares y de los indios.

				Sustentados en los principios del liberalismo, los criollos hablan de la necesidad de formar un hombre nuevo, libre y práctico, que dejaría atrás las ataduras del antiguo régimen y, basado en su propio esfuerzo, trabajaría por su bienestar material para alcanzar la felicidad. Estos principios liberales quedaron plasmados en las constituciones de 1814 y de 1824, en donde se consagra una forma de organización política fundada en la participación de los ciudadanos, se establece que la soberanía reside en el pueblo y su ejercicio corresponde al Congreso, que la ley es la expresión de la voluntad general y que la felicidad de los ciudadanos consiste en el goce de la igualdad, la seguridad, la propiedad y la libertad (Florescano 2000 [1996], p. 289; González 1983, p. 89).

				En este marco, la libertad supone la igualdad: “Un hombre es libre cuando se le considera igual a sus semejantes dentro de la misma sociedad, cuando tiene la misma condición jurídica, los mismos derechos y las mismas posibilidades” (López Cámara 1977 [1954], p. 234). El principio de igualdad conduce a la abolición de la esclavitud y permite borrar razas y castas para que todos los individuos, indios, criollos y mestizos, se sientan partícipes de una misma realidad nacional, pero también propicia la anulación de las prerrogativas de que gozaban las repúblicas de indios. El trato diferenciado que recibían los distintos sectores de la sociedad es visto como una desigualdad; había que acabar con la tutela para los indios, hacer a todos iguales ante la ley y repartir las tierras de las comunidades indígenas (González 1983, pp. 81 y 212). Se pensaba que al promover la propiedad individual las personas trabajarían más afanosamente, aumentaría la producción del país y se alcanzaría el desarrollo deseado.

				Otro de los principios en los que se fundamenta el nuevo orden social es el de la razón, en ella descansa el derecho justo que nos salvaguarda del despotismo. Razón y libertad son los dos grandes supuestos recíprocamente necesarios en los que se sustenta la nueva sociedad liberal y que permiten dar paso al nuevo hombre. Desde esta óptica, la transformación y la superación de un sistema social que, como el colonial, ha estado montado sobre la explotación de las masas (entre ellos los indios), sólo puede lograrse destruyendo esta explotación y abriendo a sus víctimas “las puertas de la libertad, la ilustración y la justicia”. Los indios deben ser partícipes de la educación y la cultura para borrar las supersticiones y mitos que los atan e impedir que caigan presas del despotismo. De esta manera “los indios tendrán los mismos derechos que los otros ciudadanos, las mismas libertades, iguales oportunidades, idéntica condición humana” (ibid., p. 270).

				Son estos principios los que sustentan la legislación y las políticas decimonónicas de la primera mitad del siglo, en las cuales el indio es tratado como un ciudadano en igualdad de circunstancias. La lucha de los liberales es la lucha de los indios en tanto busca su emancipación y pugna por su liberación. Esta lucha se entiende como su incorporación al nuevo sistema social que garantiza la naciente felicidad nacional. Sin embargo, esta posición se tradujo, paradójicamente, en una sistemática negación del indio, negación que se materializa en una serie de disposiciones educativas y legislativas que favorecen políticas de castellanización e incorporación.

				Hacia la segunda mitad del siglo la doctrina liberal fue sustituida por el positivismo, que si bien tenía la misma raíz, la libertad, ponía énfasis en ordenarla. Los prolongados años de constante lucha, primero por la independencia y más tarde por la restauración de la república, trajeron como resultado “que se creara en el país un ansia vehemente de orden, de tranquilidad, de paz, y otra ansia no menos vehemente de que en alguna forma el país debía salir de la miseria en que había vivido ya durante más de medio siglo” (Cosío Villegas 1983, p. 123).

				Desde el año de 1867 Gabino Barreda condensó los principios que rigen esta nueva orientación en los términos de “libertad, orden y progreso”. Influido por ideas de evolución y degeneración, el positivismo reconoce el progreso como el fin último de la humanidad. Postula que ésta ha pasado por tres estados marcados por la forma en que el hombre se ha explicado los fenómenos que lo rodean: el teológico, que explicaba los sucesos atribuyéndolos a fuerzas sobrenaturales, genios o dioses que los producían a capricho; el metafísico, que los atribuía a elementos abstractos, principios extraños a la materia: fuerzas, fluidos, éter, alma, que son imposibles de conocer y calcular; y el positivo, que se preocupa por descubrir, mediante la razón y la observación, las leyes que rigen los fenómenos (Speckman, Bazant y Saborit 2001, p. 223). Sólo los individuos formados en la razón serían capaces de lograr el progreso de la nación, que se entendía como la superación de todo rasgo primitivo.

				Esta idea desembocó en la clasificación de hombres y sociedades en “superiores e inferiores” y en argumentaciones clasistas o racistas. La superioridad e inferioridad se atribuyeron a la riqueza o a la pobreza, o bien al origen étnico de los individuos y las sociedades; se postuló, por ejemplo, que la raza blanca poseía mayores atributos que la indígena o la negra. Este razonamiento alcanzó, como veremos con mayor detalle en párrafos subsecuentes, a las lenguas.

				En el positivismo, la desaparición (física) del indio y su cultura pasó a ser no una consecuencia del reconocimiento de la igualdad connatural a los seres humanos, como lo fue en el liberalismo, sino la condición para alcanzar el estadio superior de la humanidad y el progreso de la nación. El fin de siglo fue testigo de un “liberalismo transformado, un liberalismo conservador, un liberalismo positivista, o al menos un liberalismo cargado de ciencismo” (ibid., p. 223).

				Las fuerzas: liberales vs. conservadores

				Una vez concluida la independencia de México la tarea inmediata era iniciar la construcción del nuevo país; afloraron entonces dos ideas de nación que habían de enfrentarse a lo largo de todo el siglo. Una tendencia conservadora que pugnaba por un régimen centralista y monárquico que no se desvinculara de la Iglesia, y una tendencia liberal que defendía un régimen federalista y republicano con un Estado laico. “Los del partido liberal eran personas de modestos recursos, profesión abogadil, juventud y larga cabellera. La mayoría de los conservadores eran más o menos ricos, de profesión eclesiástica o militar, poco o nada juveniles y clientes asiduos de las peluquerías” (González 1983, p. 104). Los debates entre las ideas liberales y conservadoras que se suceden durante este periodo definen el siglo XIX[10]. La lucha entre ambas fuerzas, y el triunfo final de los primeros, perfila los acontecimientos de la época en todos los órdenes: política, economía, legislación, cultura, educación. La secularización del Estado permite el desarrollo de nuevos espacios fuera del dominio directo de la Iglesia; es en estos espacios en donde se dirime el proyecto de nación. La mayoría fueron prototípicamente urbanos y las interacciones se efectuaron en español, la lengua materna de los actores con la suficiente fuerza política, económica y social para llevarla a cabo.

				La dinámica generada por este contexto propicia la separación entre lenguaje público y privado; con este cambio se observan dos efectos complementarios entre sí: la modernización y la “mexicanización” del español. Por una parte, en los espacios emergentes se gesta “un nuevo lenguaje público a partir de la combinación del arrebato lírico y cultura jurídica”; éste es uno de los indicadores del tránsito que conduce a la sociedad decimonónica de una cultura escolástica a una secular (Monsiváis 2005); el español se moderniza. Por otra parte, buena parte del siglo se debate entre la necesidad de conservar un español puro o admitir los usos particulares que se observan en el habla de los mexicanos. Puede decirse que no hubo pensador que no se pronunciara al respecto. García Icazbalceta lo planteaba de la siguiente manera:

				¿Por qué, pues, hemos de calificar rotundamente de disparate cuanto se usa en América, sólo porque no lo hallamos en el Diccionario? Esos mal llamados disparates ¿no son a menudo útiles, expresivos y aun necesarios? ¿No suelen ser más conformes a la etimología, a la recta derivación o a la índole de la lengua? Deséchese enhorabuena, con ilustrado criterio, lo superfluo, lo absurdo, lo contrario a las reglas filológicas; pero no llevemos todo a barrisco, por un ciego purismo, ni privemos a la lengua de sus medios naturales de enriquecerse (García 1899, p. xiii).

				La polémica que sostienen Altamirano y Pimentel hacia 1886 en el Liceo Hidalgo ilustra este debate, que fue clásico en el siglo XIX. Altamirano afirma la doctrina de independencia y el nacionalismo culturales, mientras que Pimentel impugna los excesos de independencia lingüística y aboga por el casticismo (Martínez 1977)[11]. Al final, termina por reconocerse la variante mexicana no sólo como legítima, sino también como un signo de identidad.

				La literatura es el gran espacio en dónde se confronta el debate entre nacionalistas y puristas; en términos generales los escritores nacionalistas se identifican con las tendencias liberales y los puristas con las conservadoras (véase también al respecto el capítulo 14 de esta Historia). Los primeros pugnan por una literatura nacional que refleje el paisaje, las costumbres y el habla de sus habitantes. Los conservadores, en cambio, abogan por una literatura apegada a los cánones “clásicos”.

				 La aguda observación de Gutiérrez Nájera, según la cual los mochos o conservadores creían ser los depositarios de la corrección gramatical, mientras que los puros o liberales sentían que su heredad propia era la inspiración, nos hace reconocer la evidencia de un traslado, sólo aparentemente caprichoso, de las disputas políticas al campo cultural, pero nos enfrenta además a un hecho singular y aún válido para casi toda la centuria (ibid., p. 287).

				El avance técnico que alcanzaron los medios de comunicación e información durante el siglo XIX y la difusión paulatina pero inexorable de la lectura permitieron el desarrollo de la opinión pública que nace en los nuevos ámbitos de convivencia social, muchas veces habilitados como gabinetes de lectura (Florescano 2000 [1996], p. 247; Díaz y de Ovando 2005). En México, como en el resto del mundo, la producción editorial logra consolidarse; se observa una mayor circulación de libros y una proliferación de periódicos que, junto con folletos, anuarios, calendarios, gacetas y boletines, se constituyen en arenas en donde se dirime la lucha política, sobre todo en la primera mitad del siglo (Cruz 2005)[12]. La diversidad de impresos, que eran leídos por individuos de muy distintos sectores sociales —lo cual no implica que todos leyeran—, constituyeron la forma básica de circulación de todo tipo de ideas (Guedea 2005, p. 40). Estos espacios, al igual que los anteriores, estuvieron dominados por el español.

				La manifestación de ideas se vio favorecida por la libertad de imprenta que impuso la Ilustración y fue ratificada en la Constitución de Apatzingán (1814)[13]. Dicho principio se mantendría en la legislación del país durante todo el siglo —con excepción de uno de los últimos periodos de Santa Anna—; sin embargo, si bien en la época de Juárez dicho principio se respetó, en el Porfiriato se vivió una censura acérrima.

				PERFIL SOCIOLINGÜÍSTICO

				Las nuevas condiciones socioeconómicas generaron nuevas relaciones entre los habitantes de la naciente república; la secularización del Estado, el reconocimiento de un nuevo régimen de propiedad, una legislación que reconocía la igualdad de todos los ciudadanos ante la ley, la modernización de la vida cotidiana y la extensión de la enseñanza repercutieron en todos los ámbitos de existencia de la población mexicana. En este contexto las formas de comunicarse cambiaron, asistimos a una refuncionalización de las antiguas formas y a la emergencia de otras hasta entonces desconocidas. Este cambio se efectuó progresivamente. La independencia de México no significó ni un cambio abrupto de las nuevas condiciones sociales de comunicación, ni un abandono inmediato de las antiguas formas o una rápida adopción de las nuevas.

				Una realidad plurilingüe 

				El territorio que hoy ocupa México se caracteriza por poseer una extraordinaria diversidad tanto biológica como cultural y lingüística. Aunque es muy difícil determinarlo con exactitud, se calcula que antes de la llegada de los españoles, en esta área se asentaron más de cien etnias y se hablaron más de doscientas lenguas (Florescano 2000 [1996], Manrique 1990). La convivencia de poblaciones hablantes de distintas lenguas en un mismo territorio propicia el constante contacto lingüístico; la continuidad geográfica y la proximidad social estrecha determinan una mutua influencia entre las lenguas y los dialectos hablados por las diferentes comunidades. Dicha influencia se manifiesta en tres fenómenos: la difusión de ciertos rasgos en toda el área[14], el desarrollo de un bilingüismo o multilingüismo en los hablantes y el desplazamiento de unas lenguas por otras.

				El rico mosaico cultural y lingüístico que desde épocas prehispánicas ha definido el área presenta dos rasgos: una gran heterogeneidad tanto de culturas como de lenguas y una dinámica constante de decremento de la diversidad. La heterogeneidad se refleja en una amplia diversidad de familias lingüísticas y de lenguas[15] cuya clasificación constituyó, como veremos más adelante, una de las tareas centrales del trabajo propiamente lingüístico desarrollado sobre todo a partir de la segunda mitad del siglo XIX. El decremento abarca la disminución tanto en el número de lenguas habladas en el territorio nacional como en el número de individuos que las utilizan cotidianamente. 

				El decremento de la diversidad lingüística ha sido hasta ahora una constante que se explica por las relaciones económicas, políticas y sociales que a lo largo de la historia de este país se han establecido entre los distintos grupos que habitan el área. Las lenguas de los grupos menos favorecidos constantemente han cedido el paso a la lengua del grupo predominante en una época determinada. A partir de la conquista el español entró a formar parte de la compleja dinámica sociolingüística que se desarrollaba ya en el área; desde entonces se observa una constante tensión entre la persistencia de las lenguas indígenas y su desplazamiento a favor de la lengua que impusieron los conquistadores europeos. De esta manera, a lo largo del tiempo se han perdido muchas de las lenguas que originariamente se hablaban en el territorio.

				El desplazamiento lingüístico —como se conoce a este fenómeno— es un proceso paulatino y gradual (cuando no es producto de un genocidio) que resulta, la mayoría de las veces, conflictivo. La lengua desplazada va cediendo espacios a favor de la lengua desplazante; se trata de espacios sociales institucionalizados (dominios) en donde las lenguas tienen una función específica y socialmente determinante: la familia, la unidad de producción, la comunidad, la escuela, el comercio, etc. (Coronado 1999).

				Podemos decir que una lengua vive en tanto haya hablantes que la usen, es decir, en tanto exista un grupo social para el que dicha lengua funciona como medio de comunicación cotidiana. Existen dos razones por las cuales los hablantes de una comunidad lingüística dejan de hablar su lengua: porque mueren, o porque la cambian por otra. Comúnmente esto último sucede cuando los hablantes optan por sustituir su lengua materna por otra cuyo empleo les reditúa mayores beneficios.

				En el siglo XIX, época de profundos cambios en todos los órdenes de la vida pública y privada, el desplazamiento de las lenguas indígenas a favor del español experimenta una significativa precipitación. El español ocupa todos los espacios emergentes y al final del siglo logra ser reconocido como la lengua oficial de la nueva nación; ésta es la lengua en la que se legisla, administra y educa a todos los ciudadanos. Dos indicadores nos permiten acercarnos a este complejo fenómeno: el número de hablantes y el uso que éstos hacen de su lengua en los distintos espacios funcionales en los que se producen las interacciones comunicativas. El primero es fundamentalmente de índole cuantitativa, el segundo de índole más cualitativa.

				Demografía en el siglo XIX

				Aunque durante el siglo XVIII no desapareció el azote de las epidemias, este periodo se caracterizó por un crecimiento demográfico sin precedentes, tanto en Europa como en América. Acorde con la nueva política administrativa implementada por la casa de los Borbones, durante este siglo se realizan diversos recuentos, inventarios y relaciones de la población, gracias a los cuales podemos tener una idea bastante aproximada de la situación demográfica que guardaba la Nueva España hacia finales del periodo.

				En 1778 el visitador José Galves recopila los datos estadísticos que sin duda son los más completos de la época colonial en lo que a población se refiere; en ellos se “anotan separadamente para cada pueblo el número de hombres, mujeres, niños y niñas; su casta catalogada en las cuatro categorías de: 1), español; 2), indio; 3), mestizo, y 4), mulato. Desafortunadamente, las recopilaciones llevadas a cabo durante esta visita fueron incompletamente archivadas” (Aguirre Beltrán 1952, p. 89). Los datos disponibles permiten constatar que para la Nueva España fue el momento de mayor crecimiento y prosperidad en todos los ámbitos: “El territorio se dobla, la población se triplica y el valor de la producción económica se sextuplica” (González 1983, p. 75). En aquella centuria el número de habitantes pasó de dos a seis millones.

				El cuanto a la composición de la población, al iniciar el siglo XIX, existían 3 600 000 indios, de acuerdo con los cálculos más conservadores, que  constituían la mayoría de los habitantes del virreinato; éstos representaban 58% de la población total. Poco más de un millón, es decir, aproximadamente 16% del total demográfico, eran individuos de la llamada raza blanca; de éstos, cerca de 20 000 eran españoles nacidos en Europa y el resto criollos. Cerca de millón y medio de individuos, 25% del total, integraba el sector de los mestizos, negros y la porción de los habitantes comprendida en el nombre genérico de castas (Riva Palacio 1884-1889, pp. 18-19). 

				El siglo que nos ocupa fue una época de alta movilidad de la población: migraciones, mestizaje, mortandad por la prolongada guerra civil, desgracias naturales (recurrentes periodos de sequías y malas cosechas) y deportaciones explican un descenso de la población en el primer cuarto del siglo. Aunque los informes disponibles son escasos y dispersos, sabemos que en 1822 la población era menor que la registrada en 1803[16].

				Se calcula que a lo largo del siglo se mantuvo la misma tasa de crecimiento anual de principios de siglo (0.5%) y que al término de la guerra con los Estados Unidos el país tenía aproximadamente 8 247 660 habitantes en total. Como siempre, los sectores sociales más pobres, entre los que se contaban los indios, fueron los más afectados; sin embargo, no todas las zonas habitadas por indios se vieron igualmente aquejadas.

				La gran mayoría de los habitantes se concentró en el antiguo territorio colonial: en el Bajío y Occidente, donde se desarrollaron los ricos distritos mineros y los prósperos centros agrícolas y manufactureros, y en las zonas central y oriental alrededor de las ciudades de México, Puebla y el puerto de Veracruz. El centro y sur del territorio continuaron siendo mayoritariamente indígenas; Oaxaca, una de las intendencias de la Nueva España que al final de la Colonia registraba uno de los índices más altos de población indígena (88.3% en 1793), mantuvo esta característica durante toda la centuria.

				Había en 1810 un 88.2% de indios y hacia 1857 la composición étnica de Oaxaca permanecía casi igual. A diferencia de otros estados de la República se estimó que el 87% de la población era indígena, el 12% mestiza, la cual aumentó un poco más del doble, y sólo el 1% española, que antes había constituido el 6.3% […]. Veintiún años más tarde, los indios disminuyeron en 10% y hacia la década de los noventa, se estabilizaron con un porcentaje del 78% más o menos […] en 1891 la composición étnica de Oaxaca era la siguiente: los indígenas representaban el 78.1% de la población, los mestizos ocupaban el segundo lugar con un 14.5%, los mulatos el tercero, con un 5.7%, los negros comprendían el 1.27% y los blancos el 0.17% (Reyna 2004, pp. 102-103).

				La amplia región norte tuvo siempre el menor número de habitantes, y éstos estaban concentrados en las ciudades; 36% de la población de Coahuila, por ejemplo, vivía en Saltillo, en tanto que el resto se encontraba desperdigado en pueblos y rancherías (Staples 2001, p. 322). En esta región, las etnias indígenas fueron objeto de constantes y crueles políticas de persecución, despojo y exterminio durante todo el siglo.

				Aguirre Beltrán ha destacado dos características de la población india en la época colonial que prevalecen durante todo el siglo XIX. Por un lado, el hecho de que los indígenas representan la mayoría de la población total del país. El segundo, que esta población se conforma mayoritariamente por monolingües (Aguirre Beltrán 1983, p. 11). Si bien durante el transcurso del siglo estas características se mantienen vigentes, lo cierto es que la composición demográfica de la nación registra una clara tendencia de cambio que se traduce en un incremento significativo tanto del mestizaje como del bilingüismo.

				Al instaurarse la república, los sucesivos gobiernos iniciaron una serie de trabajos con el fin de conocer el número total de habitantes del país. El Ministerio de Guerra organizó uno de los primeros recuentos con base en un cuestionario que distribuyó entre sus agencias; estos informes, junto con las memorias anuales de los gobernadores, constituyen las primeras fuentes censales del México independiente. Los diversos recuentos que se realizaron a partir de la década de los treinta registran un incremento constante y acelerado de la población; en 1838 el Dictamen de la Cámara de Diputados registra siete millones de habitantes, y dos décadas más tarde, el número se incrementa a un poco más de 8 200 000 habitantes[17]. El primer censo en sentido moderno, que se llevó a cabo en 1895, registró un total de 12 632 427 habitantes (Peñafiel [1897] 1985); como se puede apreciar, en un siglo la población se duplicó.

				En el censo de 1895 por primera vez se agrupó a la población con base en tres categorías: los que hablaban o no español, los que hablaban o no lenguas indígenas y los que hablaban lenguas extranjeras (Valdés 1988). Los resultados muestran una drástica disminución de la población hablante de lenguas indígenas: 73% de la población total se registra como hispanohablante, en tanto que sólo 17% se reconoce como hablante de alguna lengua indígena. Cifuentes (1998, p. 46) hace notar que el recuento de finales de la centuria muestra “la imagen de un país lingüística y culturalmente homogéneo”, imagen que sin duda convenía al gobierno porfirista de la época. Es evidente que estas cifras se deben relativizar, pero no nos debe pasar desapercibido que son indicadores de un cambio demográfico real del cual todavía sabemos muy poco. El estudio de casos específicos puede darnos más luz sobre las verdaderas proporciones de la dinámica de la población en las diversas zonas del país.

				En términos generales, estas mismas tendencias se observan en el caso específico de la población de Michoacán[18]. Durante el curso del siglo XVIII, la población de la meseta purépecha, por ejemplo, registró la misma tendencia de incremento que se observa en el resto del país para esta época. El número de habitantes se incrementa de 9 220 en 1700 a 13 404 en 1793. De acuerdo con Aguirre Beltrán (1952, p. 100), dicho fenómeno “se debió exclusivamente al incremento natural ya que la población no indígena establecida en su seno arrojó en los años de 1742 y 1789 cifras insignificantes: el año 42 la población no indígena representó el 1.6% del total y el año de 89 el 1.2% de ese mismo total”.

				La tendencia que se observa en el distrito de Uruapan hacia finales de la centuria muestra que a lo largo del siglo XIX esta composición se modifica y la población no indígena pasa a constituir el mayor porcentaje del total: “El distrito de Uruapan, que comprendía toda la Meseta y gran parte de la Periferia, desde Los Reyes hasta la referida villa censó 47 781 habitantes de “raza hispanoamericana” y 36 039 de raza indígena; con 53 079 personas que hablaban castellano y 30 763 cuya lengua materna era el tarasco; este último guarismo representaba el número de habitantes de la Meseta” (ibid., p. 107).

				Para este caso particular observamos un cambio significativo en la composición de la población. La proporción de hablantes de lengua indígena en relación con la población de habla castellana se invirtió, aunque no en la magnitud mencionada en el nivel nacional. Humboldt[19] señalaba que hacia finales del siglo XVIII en la región meridional de la provincia de Valladolid la gran mayoría de la población estaba constituida por indios, aunque la meseta purépecha vio establecerse, si bien en escaso número, españoles y negros (ibid., Terán 1997)[20]. Hacia fines del siglo XIX, la población hablante de español representa en esta región 57% del total, en tanto que la población de habla indígena es sólo 43%. Nuevamente volvemos a enfatizar la necesidad de estudios de casos específicos para entender mejor la dinámica de población que experimentó el país durante el siglo XIX. Las razones del profundo cambio experimentado en menos de un siglo en lo tocante al número y composición de la población deben buscarse en las nuevas relaciones que se establecieron entre los diferentes sectores a partir de la emancipación del país y que se desarrollaron durante el transcurso del siglo.

				Interacciones en un nuevo contexto

				Como ya hemos señalado, la modernidad conlleva una nueva forma de concebir el mundo y las relaciones entre los hombres; los cambios acaecidos durante el siglo XIX en México trastocan todos los aspectos de la vida; los límites entre lo público y lo privado, así como entre lo global y lo local, se redefinen y cobran una nueva dimensión, lo que permite la creación de nuevos espacios y momentos de interacción y la refuncionalización de los ya existentes. Durante el largo periodo colonial, las relaciones entre los individuos se establecían de acuerdo a la estricta estratificación que definía a la sociedad novohispana; las distintas razas y castas que la conformaban tenían lugares y funciones específicas. La raza blanca, integrada por los europeos y sus descendientes americanos, aunque menor en número, era, sin embargo, la que ejercía el predominio en todos los órdenes. La raza indígena, aunque ocupaba el primer lugar por su fuerza numérica, se encontraba aislada y al servicio de los blancos, excluida de los empleos y cargos públicos. El sector de los mestizos era el que contaba con mayor movilidad social; habitaban tanto en las ciudades como en el campo, ejercían todos los oficios y artes mecánicas y proveían de soldados al ejército.

				Al integrarse el país al nuevo orden dominado por el capitalismo, las relaciones de producción cambian, dando paso a una nueva valoración del trabajo humano. En este contexto la antigua relación entre señores y vasallos (o entre amos y esclavos) cede el paso a una nueva entre patrones, dueños de los medios de producción, y asalariados, que venden su fuerza de trabajo. Aunque ambos se reconocen como individuos iguales ante la ley, la desigual posición política, económica y social que ocupaban define su posibilidad de tener acceso a los beneficios de la modernidad. El cambio que se realiza es estructural; la secularización que implicó el imperio de la razón no sólo repercutió en las instituciones, es decir, en la separación entre el Estado y la Iglesia; al separar la fe de la razón se afectó la vida cotidiana toda, y con ello se inició un proceso de separación entre el individuo y la congregación a la que éste pertenece, la familia nuclear de la familia extensa, el artesano de su gremio, el indio de su pueblo (Ceballos 2001, p. 341).

				Los indígenas, quienes constituían la mayoría de la población, difícilmente podían quedar al margen de los acontecimientos y transformaciones que ocurrieron en México a lo largo del siglo XIX. Al igual que las otras clases inferiores de la sociedad, los distintos grupos étnicos tuvieron una participación activa, como clientela, como aliados o bien como destinatarios de las acciones de las elites criollas que se disputaron el poder. Una manifestación evidente de dicha participación se puede ver en la movilidad geográfica y social que durante este periodo tuvieron los diferentes grupos étnicos y el retraimiento de los espacios sociales en los que las lenguas indígenas conservaron su función comunicativa. La dinámica sociolingüística de este periodo, caracterizada por la paulatina imposición del español en los ámbitos públicos y un significativo decremento de la población hablante de lengua indígena, puede verse como una adaptación de los sectores indígenas a la prolongada situación de guerra en la que estuvo sumido el país durante toda la primera mitad del siglo y al acelerado proceso de modernización que ocupa la segunda mitad de este periodo, una vez restaurada la república.

				La constante movilidad que se observa en los grupos étnicos durante el siglo XIX fue propiciada por las guerras, las migraciones y las deportaciones que a lo largo de la centuria afectaron a esta población. En un primer momento, los ejércitos insurgentes contaron entre sus filas con amplios sectores indígenas comandados por caudillos, en su mayoría, criollos ilustrados que estaban familiarizados con las lenguas indígenas habladas por sus seguidores. Es muy probable que la comunicación entre las tropas insurgentes adquiriera un perfil diglósico entre los hablantes bilingües; jefes como Hidalgo, Morelos, Allende, que conocían las lenguas originarias de la región en donde habían nacido y ejercían su influencia, podían utilizar el español para comunicarse con oficiales y algunos subordinados, pero también podían usar, en alguna medida, una lengua indígena para arengar a sus tropas[21]. A su vez, los indios que, además de su lengua materna, dominaban el castellano sirvieron de enlace con el resto de los combatientes, al igual que antes los lenguas lo hicieron entre los pueblos de indios y la administración colonial. Esta situación debió favorecer aún más el bilingüismo entre las tropas, sin que esto implicara una pérdida de identidad, una situación paralela a la que ya se vivía al final de la Colonia[22].

				La participación de los distintos sectores y pueblos en la lucha de independencia fue heterogénea, al igual que heterogéneas fueron sus consecuencias; Aguirre Beltrán observa que para el caso de la cuenca del Tepalcatepec se pueden detectar tres tendencias que se reflejan en el crecimiento o decremento de la población:

				Paradójicamente la conmoción no provocó iguales resultados en la extensión total de la Cuenca, sino selectivamente opuestos, en tal forma que, mientras en la Tierra Caliente y en la zona Periférica, se tradujo en trastornos de toda clase provocando en la primera región mencionada la caída vertical de su población que alcanzó casi la extinción y en la segunda, una considerable reducción del número de sus moradores, en la Meseta Tarasca redundó en un resurgimiento económico a favor de la relativa tranquilidad y no intervencionismo que prevaleció en esta región. Parece innecesario señalar aquí el importante papel que en la revolución para la Independencia jugó el Plan de Tierra Caliente de la cuenca del Tepalcatepec; bástenos con recordar el hecho de que en la capital de este Plan, en la hoy ciudad de Apatzingán, fue solemnemente jurada la Constitución y que fue este rincón estepario del país uno de los refugios insurgentes más rebeldes. Esta condición de rebeldía y refugio en la lucha de resistencia contra la dominación española hubo de ser logrado a gran costa, de la destrucción de la gran mayoría de los centros poblados y sus habitantes enrolados por voluntad o por fuerza en el torbellino revolucionario (Aguirre Beltrán 1952, p. 103).

				El caso del reclutamiento forzoso, la temida leva, el recurso utilizado durante todo este periodo para allegar hombres a los ejércitos de los gobernantes en turno fue otro motivo de la movilización de amplios sectores de la población, y afectó de manera significativa a los grupos indígenas. “Llega el ejército a los campos de labor, escoge a los hombres más fuertes, los enfila de dos en dos, codo con codo, hasta el cuartel más cercano. Allí se les viste y educa en menos de dos semanas para servir a la bandera del momento bajo las promesas del primer oportunista” (Noriega 1978, p. 1916). Los cuarteles constituyen, pues, un espacio en el que confluyen las diversas lenguas propias de reclutas y oficiales; en este ambiente multilingüe el español se impone como la lengua franca que se utiliza en la administración.

				A lo largo del siglo fue una práctica persistente que las elites locales enfrascadas en continuas luchas por el poder regional optaran por llamar como aliados a los contingentes indígenas residentes en la región, lo cual no pocas veces condujo a “contiendas interétnicas que yacían latentes en diversas regiones del país” (Florescano [1996] 2000, p. 299). Las insurrecciones protagonizadas por distintos grupos indígenas a lo largo del siglo XIX fueron constantes; hacia finales del periodo, la política gubernamental, tanto federal como estatal, echó mano de la deportación para apaciguar a los insurrectos. El caso yaqui es, quizá, el más oprobioso del régimen de Porfirio Díaz y de la oligarquía sonorense.

				En un principio se realizó el traslado forzoso de familias yaquis dentro del mismo territorio sonorense, así como el sistema de repartición de niños en calidad de sirvientes entre las familias de la oligarquía. Los objetivos eran romper la cohesión que significaba el habitar un territorio reconocido como suyo y resquebrajar los lazos familiares y a las próximas generaciones de insurrectos […]. La represión fue en aumento y se inició la deportación de yaquis hacia otras partes del país, especialmente el sureste (Hernández 1996, p. 133).

				Se ignora el número exacto de indígenas deportados; sin embargo, tomando en cuenta los cálculos de John Kenneth Turner, quien habla de ocho mil yaquis en Yucatán para fines de la primera década del siglo XX, y las condiciones extremas a las que estaban sujetos durante su traslado y posteriormente durante su estancia en la península, cabe suponer que por lo menos una cantidad semejante hubiese muerto. Los efectos de la deportación no se circunscriben a la muerte de una parte importante del grupo; el mestizaje y la aculturación fueron otros efectos cuyo impacto pocas veces se considera. Las mujeres yaquis, separadas de sus esposos, eran obligadas a “escoger nuevo marido de entre los asiáticos, quienes también formaban parte de la fuerza de trabajo cautiva” en las haciendas (ibid., p. 140).

				La certeza de la desaparición de los idiomas indígenas estaba ya presente en la última generación de criollos ilustrados, que constituyó la primera generación mexicana del siglo XIX; ellos sabían que las nuevas condiciones políticas y sociales que se gestaban en la nueva nación favorecían de manera irremediable este proceso. Manuel de San Juan Crisóstomo Nájera, uno de sus miembros más ilustres, expresaba esta convicción en 1834 de la siguiente manera:

				Cada día se hace más urgente la necesidad de recoger los restos de esos idiomas antiguos, pues van desapareciendo insensiblemente. El castellano hace con ellos lo que el mar con la tierra por algunas partes: cada día le quita más y hoy se hallan poblaciones en que sólo se habla la lengua de Cervantes y Garcilazo y hace veinte años no se hablaba más que si Cortés no hubiera pisado el terreno de Zempoala. La revolución ha sacado a los habitantes de los pueblos a las grandes ciudades, donde siempre se ha hablado exclusivamente el idioma español y ha llevado a los pequeños pueblos gentes que, nacidas en las ciudades, nunca han aprendido ni aplicándose en los idiomas de Moctezuma ni de Caltzontzin. Sacados los indios del estado de minoría en que los tenían las leyes españolas y reconocidos como ciudadanos por la Constitución Mexicana, sus juicios, sus negocios, se forman en español y una sabia política completará la destrucción de tantos idiomas extranjeros en su misma nación causando inconvenientes graves y sin ventaja alguna para el buen gobierno de los pueblos (Nájera 1944 [1834], p. 5).

				El preclaro fraile supo bien que las nuevas condiciones políticas y sociales que se gestaban en el país favorecían el uso del español, en demérito de las lenguas indígenas, cuyos hablantes debían adaptarse a nuevos espacios y momentos de interacción.

				Los espacios

				Como ya hemos dicho, a lo largo del siglo XIX, los espacios tradicionales se refuncionalizan adecuándose a las nuevas necesidades comunicativas que imponen los tiempos; paralelamente surgen espacios de interacción hasta entonces desconocidos. En este apartado veremos algunos.

				Los pueblos. El México decimonónico siguió siendo un país predominantemente rural, pues “la mayor parte de la población mexicana estaba asentada en lugares con menos de 500 habitantes, difíciles comunicaciones con el mundo exterior, una economía más de trueque que monetaria y altos índices de analfabetismo, alcoholismo y mortalidad” (Staples 2001, p. 322). En los poblados, los espacios de lo público se concentran alrededor de la plaza en donde transcurren las interacciones que implican redes sociales más amplias los días de misa o de mercado, que se establece en las poblaciones más grandes; es allí en donde se intercambian los productos de la región y ocasionalmente se consiguen mercancías de lugares más distantes. En los pueblos más afortunados, además de la iglesia, hay una plaza de toros, un mesón y una escuela (Noriega 1978, p. 1917). Iglesia, mercado y escuela constituyen los espacios refuncionalizados en donde se observa más claramente el proceso de desplazamiento que experimentan las lenguas indígenas a favor del español.

				Los pueblos purépechas son un buen ejemplo de esta dinámica; en ellos buena parte de la vida pública de la comunidad transcurría alrededor de la plaza en donde también se ubicaban las casas curales y las casas reales con algunas trojes dedicadas al comercio. La traza de la mayoría de estos pueblos seguía, en términos generales, las ideas que sobre orden y policía tenían los españoles del siglo XVI[23]. Los edificios principales eran la iglesia y la guatapera, símbolos de instituciones occidental e indígena respectivamente:

				La guatapera se componía de capilla de piedra, lodo y adobe, una troje grande y bien labrada para enfermos y viandantes, que servía de habitación del prioste y se hallaba al cuidado de las indias semaneras; trojes menores para la madre mayor, las guananchas, candelera y sahumadora, y amplio espacio abierto donde se levantaba la cruz de piedra y en dos de los ángulos del patio los churingos, soportes de piedra para la lumbre de ocote (Aguirre Beltrán 1952, p. 91).

				Las haciendas y ranchos, cuya expansión se intensifica a partir de mediados del siglo, constituyen las nuevas unidades de producción en el campo y alcanzan su mayor auge hacia finales del siglo. Las haciendas constituyen, quizás, los espacios en donde la división social es más marcada; el hacendado dispone de absoluta libertad dentro de sus dominios, a él pertenecen tanto bienes como personas.

				El conjunto de la hacienda constituye por sí solo una ciudad en miniatura: la finca o casco formado de grandes edificios, blancos muros y altas torres. Las habitaciones se encuentran en primer plano. La planta baja está destinada a las oficinas y almacenes, donde se guarda todo lo necesario. En el piso superior están los cuartos de la familia: salas, recámaras, comedor y cocinas, que dan a un espacioso corredor con arcos donde se pasa la mayor parte del tiempo. En medio de la casa un gran patio de piedra con su fuente de acceso al corral, a las bodegas y a las trojes de almacenamiento. Fuera están máquinas y calderas, y la capilla, donde se oye misa el domingo (Noriega 1978, p. 1921).

				Orientadas al mercado, las haciendas absorbieron paulatinamente buena parte de la mano de obra indígena que quedó disponible; al perder sus tierras comunales y la jurisdicción sobre sus pueblos, muchos de los antiguos habitantes de las repúblicas de indios pasan a servir como peones en las haciendas y ranchos existentes en su región. Su vida transcurre en este micromundo económico y social en donde las nuevas necesidades comunicativas le imponen el conocimiento, aunque sea parcial, del idioma español. “De hecho, todavía a principios del siglo XX las haciendas eran, para una parte importante de la población rural mexicana, células básicas de sociabilidad y centros de población, a menudo más importantes que los pueblos, pues quienes habitaban en su núcleo central y quienes lo hacían en la periferia —aparceros y arrendatarios y en numerosos casos trabajadores estacionales— tenían en ellas su espacio de intercambio, de culto y fiesta” (Torres, Arenal y Ruiz 2001, p. 244).

				Las minas y las fábricas. Otros se emplean en las minas o en los incipientes talleres que proliferan durante este periodo y que se encuentran en manos principalmente de capitales extranjeros. “La mayor parte de los mineros son indios que trabajan en cuadrillas y reciben en pago la octava parte de lo que sacan; lo demás queda en manos de los que los explotan” (Noriega 1978, p. 1917); sin embargo, tienen una mejor situación laboral que la de los trabajadores de las haciendas. A las minas también llega una amplia y constante migración de extranjeros, se trata de jóvenes profesionistas que ocupan puestos de mando y administración. La importancia numérica de estos sectores, así como su innegable preponderancia social y política, los hace factores de cambio (Mentz 2003, p. 17).

				Las ciudades. A lo largo del siglo, en todo el territorio se observa un constante y creciente proceso de urbanización (véase el capítulo 18 de esta Historia). Los movimientos migratorios del campo a las ciudades que caracterizan la segunda mitad del siglo XIX y que afectaron de manera significativa a la población indígena se explican por la acelerada modernización que experimentó el país durante este periodo. La expansión de la red ferroviaria, el auge industrial, el incremento de los empleados públicos y los prestadores de servicios en el comercio y en la industria de bienes de consumo fueron los fenómenos que se asociaron más estrechamente a la urbanización. Las capitales federativas fueron un polo natural de atracción para la población del campo (Pérez, Ludlow y Arenal 2001, p. 8); dentro de este panorama, la ciudad de México (que para 1870 alcanzaba poco más de medio millón de habitantes) constituyó el paradigma del progreso. Monterrey, Orizaba, Toluca, Puebla y Guadalajara se consideraron ciudades importantes en la medida en que alcanzaban un nivel parecido al de la capital de la república; todas ellas registraron un crecimiento acelerado de su población durante el siglo XIX. Hacia finales del siglo, ya en pleno Porfiriato, se observa el crecimiento y la transformación de otras ciudades que surgen como nuevos polos de desarrollo urbano alrededor de las líneas de ferrocarril y de los puertos, como Torreón, Nuevo Laredo, Paso del Norte, Tuxpan, Ciudad del Carmen, Progreso, Tampico, Guaymas y Manzanillo[24].

				El dinamismo de las pequeñas y medianas ciudades atrajo cada vez más gente de las zonas rurales, entre ellas hombres y mujeres pertenecientes a distintos grupos étnicos; todos ellos se aglomeraban a las afueras, sobreviviendo en la pobreza. Prefieren convertirse en comerciantes o vendedores ambulantes, mozos, albañiles, cargadores, peones, aguadores o artesanos (Noriega 1978, p. 1939) que seguir padeciendo las condiciones extremas del campo; muchos de ellos constituyen una especie de población flotante que poco a poco se va integrando a la dinámica urbana e interaccionan con el resto de la población. En la ciudad de México, por ejemplo, los hombres se dedican a la pesca en los lagos cercanos, las mujeres, a la recolección de hierbas comestibles y curativas, y otros productos que tienen demanda entre la población mestiza (como tequesquite y sal). A cambio de estos productos en los mercados de la ciudad consiguen elotes, tortillas, pedazos de pan, restos de comida y ocasionalmente algunas monedas. “Hablan en dialecto y poco y mal español; casi no conservan las tradiciones de sus antiguos usos y de su religión, y de lo nuevo sólo conocen y adoran a la Virgen de Guadalupe, que confunden con la diosa azteca Tonantzin” (Noriega 1978, p. 1925).

				En las ciudades se desarrollan nuevos espacios de interacción: pulquerías, fondas, mesones, casas de juego, cafés, teatros, salones de baile, peluquerías, baños y boticas son centros obligados de reunión y socialización según la clase social a la que se pertenezca. Dichos espacios presentan diversos grados de formalidad; entre los menos formales podemos mencionar los cafés y entre los más formales las logias masónicas, academias, sociedades científicas y escuelas superiores. Las interacciones que en ellos se producen también son diversas, discurren pláticas amistosas, corren los rumores y los chismes sociales, se dirimen controversias políticas y se leen los “papeles” que entonces circulaban con profusión; en algunas incluso se gestan conspiraciones, se ejerce el espionaje o se habilitan como gabinetes de lectura. Es interesante observar que en un mismo tipo de espacio, los cafés por ejemplo, hay distinciones según los parroquianos que los frecuentan:

				El café del Sur, en el portal de Agustinos, reúne a los fracasados: militares retirados, tahúres, abogados sin bufete, vagos consuetudinarios, políticos sin hueso, clérigos mundanos, literatos venidos a menos, toreros, bailarinas, cómicas y músicos. La Gran Sociedad es el café de la gente acomodada: comerciantes ricos, empleados de categoría, jefes del ejército, hacendados, hombres de industria, tahúres de renombre y niños de casa grande (ibid., p. 1943).

				Las fondas son otro ejemplo de la amplia heterogeneidad existente en la sociedad decimonónica; se pueden considerar dos grandes divisiones: las fondas de los externos, que eran frecuentadas por el bajo pueblo, y las de los circunspectos en el interior. Las actividades e interacciones que en ellas se desarrollaban es de suponerse que también eran diferentes.

				Los primeros se reúnen al aire libre, beben, cantan y bailan; se tiran en el suelo y juegan pítima, rayuela, reto y alborotador o albures de gallo. Los naipes y las tejas de bronce para la rayuela se sirven con la sal y los chiles verdes. Las segundas se encuentran en el centro y son famosas las del callejón de Bilbao, “Las Colas” en la calle de Cordobanes, la del “Arzobispado” en la calle de las Damas, siempre llena por sus sabrosos peneques y pulques curados, y “La Madrina”, que alberga a toda la gente de teatro y encopetados personajes nacionales y extranjeros… En el Callejón de los Agachados hay fondas al aire libre sólo concurridas por léperos y gente de la peor ralea (ibid., p. 1927).

				Hacia la segunda mitad del siglo se inicia una serie de acciones que abarcan leyes, campañas y obras públicas destinadas a modernizar las ciudades. Sin embargo, lejos de acabar con la desigualdad, ésta aumentó; la pavimentación, el drenaje, los servicios de limpia, el alumbrado público, el transporte moderno y las viviendas confortables fueron exclusivos de las zonas comerciales y las colonias elegantes. Los barrios, en donde habitaban los grupos menos favorecidos y los inmigrantes que arribaban en busca de empleo, permanecieron al margen del progreso (Speckman 2001)[25]. Como había sucedido siempre, también durante este periodo la vida cotidiana de los habitantes de las ciudades variaba mucho según el estrato social al que pertenecían.

				No obstante estas diferencias, lejos de lo que podría suponerse, durante este lapso el México tradicional no desapareció; en todos los grupos sociales persistieron elementos y prácticas antiguas que no se consideraban modernas ni civilizadas, pero que se refuncionalizaron y convivieron con las nuevas.

				Por ejemplo, sorprendía a los observadores que la alta aristocracia de la capital, concentrada en el Jockey Club, quemara Judas el sábado santo, lo cual remitía a las fiestas religiosas, que eran consideradas como impropias en un mundo secular, y también a las celebraciones típicas del “pueblo”, que se creía que invitaban al desorden y amenazaban la seguridad social. O bien, en el plano de las diversiones, se intentó sin éxito erradicar las corridas de toros, que eran frecuentadas por todos los grupos sociales (ibid., p. 203).

				Durante el último tercio del siglo, las elites mexicanas adoptaron espacios modernos de convivencia y sociabilidad, como las asociaciones y los clubes donde se conversaba, se acordaban negocios o se organizaban bailes (Speckman 2001, p. 218). El afrancesamiento de la sociedad propició que las clases acomodadas prefirieran acudir a los elegantes restaurantes de moda que a las fondas, y a bares de estilo estadounidense en donde bebían cerveza o vino en lugar de pulque. Es lógico suponer que las necesidades comunicativas que imponían los diferentes espacios urbanos, así como las interacciones que en ellos se establecían, eran muy diferentes. Los usos lingüísticos en un juego de albures en una pulquería de barrio y en una reunión en el Jockey Club, por ejemplo, debieron ser muy diferentes; sin embargo, poco sabemos de ello.

				Conforme avanza el siglo, con el arribo de las ideas positivistas de orden y progreso, la modernización del país exige no sólo transformar los espacios, sino también racionalizar a la sociedad e incidir en los hábitos y el aspecto de sus habitantes, normando todas sus conductas tanto públicas como privadas. Se legisla incluso el tiempo libre, favoreciendo las diversiones que se consideraban propias de pueblos cultos y civilizados, como el  teatro, la música, las exhibiciones aerostáticas, el patinaje, el ciclismo o  el beisbol (ibid., p. 219). Se prohibieron o sujetaron a estrechos reglamentos los espacios y las diversiones que se consideraba propiciaban la pérdida de la razón y el desorden: peleas de gallos, corridas de toros, apuestas y espectáculos. Se legisló también sobre los grupos marginales, que eran vistos como un obstáculo para el tan anhelado progreso: menesterosos, criminales, locos y prostitutas. A estas últimas, por ejemplo, “no se les permitía pasear o transitar en grupo, saludar a hombres que estuvieran acompañados por su familia o visitar casas donde habitaran señoritas” (ibid., p. 207). La familia, el vestido y los modales también fueron sujetos a la normatividad: “el aprecio por el control y la moderación se refleja en los manuales de conducta y buenas maneras como el de Carreño” (ibid.).

				Los actores 

				La consumación de la independencia y el triunfo de los postulados del liberalismo permiten la expansión de la propiedad privada a costa de la disolución de corporaciones y comunidades. En este contexto emergen nuevos actores que en la época colonial no encuentran espacio, casi todos ellos mestizos o criollos. Esta población no india representaba un amplio abanico socioeconómico que incluía desde comerciantes, párrocos y hacendados hasta mayordomos, pordioseros, profesionistas, empleados y militares (Pérez Montfort 2003, p. 16; Zavala 1996). Desde el siglo XVIII, en no pocas cabeceras de república se registran habitantes no indios (españoles, criollos, mestizos y negros)[26] que, no obstante representar aún una minoría, cuentan ya con cierta influencia económica y empiezan a desplazar a las autoridades indígenas tradicionales en los pueblos de indios. Para principios del siglo XIX, en algunos pueblos el porcentaje de indios es menor que el del resto de la población.

				Al desempeñar puestos cada vez más importantes, los sectores emergentes imponen el uso del español en los ámbitos políticos y administrativos, desplazando así a la lengua indígena que queda entonces relegada al ámbito de lo privado. Las comunidades de habla indígena se ven reducidas a los caseríos más alejados en donde los habitantes, que apenas conocen el español y viven aislados, siguen constituyendo la mayoría de la población; debemos suponer que la lengua indígena siguió siendo el medio de comunicación cotidiano en estos caseríos.

				Al incorporarse de una u otra manera al mercado laboral, los indios que salieron de sus comunidades se vieron cada vez con una mayor necesidad de interaccionar con personas que no hablaban su lengua materna, sino el español. Poco se sabe de los usos lingüísticos de esta parte de la población que desarrolló algún grado de bilingüismo, y menos aún de los cambios que las distintas lenguas indígenas experimentaron en este periodo en el que se incrementa de manera significativa el bilingüismo entre los hablantes de lenguas indígenas.

				El papel que en este nuevo contexto jugó la mujer como transmisora y depositaria de la lengua materna es poco conocido; probablemente en este, como en todos los otros aspectos, debemos guardarnos de realizar generalizaciones que dicen poco. Aguirre Beltrán, por ejemplo, apunta el papel clave que desempeñaban entonces las mujeres purépechas en la economía familiar participando en el comercio regional:

				El cura de Zirosto refiriéndose a las mujeres de su feligresía nos dice que comerciaban principalmente con tres productos: 1) mantas de hilo torzal; 2) corundas, y 3) vigarrote “vino que labran con panocha y pulque y para el fermento usan de una yerba que llaman carátacua”. El mismo informante al reseñar la habilidad comercial de estas mujeres escribe: “La crecida economía de las yndias y su industria las favorece hasta del gasto de la panocha porque guardan las calabazas y chilacayotes de sus sementeras, las cuecen y juntan con algunas mazorcas de sus milpas y yerbitas de sus huertos, como ruda, romero, toronjil, etc., se van a la plaza de Los Reyes y sus haciendas, y comercian a cambio y por piguares como es su estilo, y traen no sólo panocha sino recaudos para su semanario” (Aguirre Beltrán 1952, p. 107).

				El caleidoscopio cultural que constituía el “peladaje” de las ciudades constituye, quizá, el sector más interesante de la población desde el punto de vista sociolingüístico. Terreno natural del mestizaje, en él confluyen las antiguas castas y se mezclan las distintas etnias. En este ambiente plurilingüe y pluricultural, el español utilizado como lengua franca experimenta un sinfín de innovaciones y cambios producto de los múltiples contactos con otras tradiciones lingüísticas; sin embargo poco se sabe de las variedades de habla que estos sectores representan[27].

				Los actores que emergen en esta nueva sociedad quedan plasmados en las páginas de la literatura costumbrista de la época y en las narraciones de los viajeros extranjeros que visitaron el país[28]. Estos personajes son recreados en la literatura costumbrista, en donde son descritos con prolijidad en obras como el célebre libro colectivo Los mexicanos pintados por sí mismos, aparecido a mediados del siglo (1855), el Álbum Fotográfico (1868) de Hilarión Frías y Soto, las Memorias de mis tiempos (1886) de Guillermo Prieto y El libro de mis recuerdos (1904) de Antonio García Cubas. Un mero repaso de algunos de estos personajes da idea de los actores decimonónicos que interactuaban tanto en las ciudades como en el campo: el aguador, el cochero, la costurera, el músico de cuerda, el cajista, el ranchero, el maestro de escuela, la chiera, el barbero, el arriero, la china, el ministro, la partera, el abogado, la recamarera, el mendigo, el billetero, los burócratas, el populacho, entre otros. Los autores que describen estos tipos están buscando plasmar jirones de “lo mexicano”; el lenguaje que caracteriza a sus personajes no pasa desapercibido y queda atestiguado en ocasionales y breves diálogos como el que se da entre el escritor y un ranchero que lo invita a pasar unos días con su familia.

				—¡Acabara su mercé de reventar! Hasta las últimas palabras no cai en la cuenta de lo que su mercé quere hacer conmigo. Pues! Usté solicita darles á los de la siudá el gusto de que se rían del pavo, del lechero, del boca e palo, como vdes. nos llaman, no es verdad amito?

				—No es verdad, D. Alonso; no quiero que se rían de vdes, sino solamente que conozca la vida pacífica y tranquila de que vdes. gozan en el campo.

				—Ah! Pos antonces no tiene usté mas que dar un brinco y pasarse unos días por allá an casa, onde será su mercé bien recebidio á pesar de nuestra probeza (Rivera 1946 [1855], p. 192).

				Entre los integrantes de la heterogénea población de los barrios urbanos, quizás uno de los personajes más interesantes sea el de la yerbera, que tenía su negocio bastante bien establecido y desplegaba amplias redes de intercambio tanto con proveedores como con clientes. Dueña de un poder que ejercía en personas de todos los niveles sociales, es muy probable que esta intermediaria fuera uno de los más importantes agentes de innovación y cambio lingüístico.

				Un agente de difusión fue sin duda el arriero, personaje central en la vida económica decimonónica. “Aparte de transportar mercancías, los arrieros eran eslabones que unían economías regionales con el mercado nacional y poblaciones con noticias más allá de sus fronteras. A su paso surgían centros de actividad, fondas, mesones, tiendas de artículos talabarteros […]. Pueblos enteros se dedicaban a este tipo de transporte” (Staples 2001, p. 340). Su contraparte en los pueblos purépechas eran los llamados huacaleros; de ellos nos dice Lumholtz:

				Los huacaleros, generalmente nativos de la sierra, viajan a pie, por el oriente, hasta la ciudad de México; por el oeste, hasta Guadalajara y las ciudades costeñas de Acapulco, Colima y Tepic. Del lado norte, encontré a un tarasco en Las Cinco Llagas, pueblo de los tepehuanes septentrionales, donde se había establecido y casado […]. Un viaje de Paracho a México exige un mes para ir y volver […]. Los artículos que acarrean los hombres son artefactos domésticos, guitarras, cucharas de madera, molinillos, frazadas, mecates y jaulas con pájaros cantores, y regresan cargados de manta y cuerdas de violín y guitarra […]. Para Acapulco emplean un mes de ida y vuelta, llevando loza y trayendo manta, aguardiente y machetes (Lumholtz 1986 [1904], pp. 358-359).

				Los momentos

				Durante el siglo XIX también se redefinen los momentos de interacción de acuerdo con los nuevos límites establecidos entre lo público y lo privado, y la nueva concepción entre el tiempo de trabajo y los ratos de ocio y esparcimiento. Los espacios de la casa —el comedor, los salones, el patio o las huertas— son el terreno prototípico de lo privado, en tanto que las calles, avenidas y alamedas lo son de lo público. El juego de naipes, las tertulias, veladas, bailes, banquetes, tamaladas y fiestas pueden adquirir un carácter tanto público como privado según el lugar en el que se realicen y los contertulios con los que se departa.

				Los momentos de encuentro más cosmopolitas los constituyen las “ferias” que anualmente se celebraban en las poblaciones más importantes. “La feria más importante para el comercio nacional e internacional es la de San Juan de los Lagos, en Jalisco. También es famosa la de Jalapa, que agota los productos que llegan a Veracruz” (Noriega 1978, p. 1917). Espacios privilegiados de interacción, las ferias son momentos de ruptura de lo cotidiano que propician el encuentro de todas las capas sociales. Es en estos momentos en donde se reviven, pero también nacen y se inventan, las tradiciones y el lenguaje; fuera de ellos, la vida cotidiana de los pueblos es rutinaria y las interacciones se restringen.

				Hacia finales de siglo, la feria se ha difundido a tal punto que aun en pueblos “menores” como Parangaricutiro, en plena meseta purépecha, se había empezado a celebrar una en honor del Cristo de los Milagros. A ella llegaban indios de todas las poblaciones tarascas para adorar a la imagen, piquetes de soldados para conservar el orden público, vendedores de toda clase de mercancías, mendigos de profesión, rateros que hacían su agosto, traficantes, jugadores, licoristas y “mujerzuelas”. La descripción que hace Lumholtz de esta feria a la que, según este autor, acudían no menos de 14 000 individuos, nos permite apreciar cuán cercana estaba esta feria de las que, como la de San Juan de los Lagos, podrían considerarse más mestizas:

				Era casi imposible abrirse paso entre la estupenda masa activamente ocupada en comprar y vender. La más atractiva de las mercancías exhibidas eran los rebozos, colgados sobre cuerdas, formando hileras. En los puestos se ofrecían dulces de Colima, trastos de barro, velas de cera, géneros de algodón, etc. Algunas mujeres vendían comida. Sin embargo, los que mejor negocio hacían eran los jugadores y los cantineros. Como la mitad de los puestos servían para estos dos objetos, y a su rededor pululaban los parroquianos, como las abejas en torno de la miel. En la mayor parte de las barracas cantaban al son de la guitarra, y al frente de las más opulentas atraían la atención parejas de bailadores profesionales, ejecutando el nacional jarabe con admirable agilidad (Lumholtz 1986 [1904], pp. 365-367).

				A los espectáculos tradicionales como corridas de toros y peleas de gallos, se añaden otros que durante este siglo alcanzan gran popularidad como el teatro y la ópera. La ciudad de México es el punto de referencia para el resto del país. En el siguiente fragmento, Orozco y Berra describe la variedad de espectáculos que se observa en la ciudad de México hacia mediados de siglo; es de notar la intensa vida nocturna que la metrópoli empieza a adquirir:

				Abundan los lugares afamados por alguna apetitosa golosina en los arrabales, y calzadas, donde se reúne la gente pobre a bailar y cantar algunas veces, sobre todo en las tardes de los días de fiesta. Se numeran multitud de billares, ya solos, ya en las posadas y cafés, concurridos principalmente por las noches, en la que se nota gran animación, principalmente en los que la moda o el buen servicio atraen copioso número de parroquianos. Hay, además, peleas de gallos, maromas o juegos de volantines, circo, panorama, diorama, títeres, representaciones por muñecos, en fin, otros muchos espectáculos propios para contentar todos los gustos y a todas las condiciones (Orozco y Berra 1973 [1854], p. 132).

				No debe pasarnos desapercibido el hecho de que el español fue la lengua que prevaleció en los nuevos momentos de esparcimiento y ocio que surgen durante el siglo XIX, sobre todo en los espacios urbanos.

				POLÍTICAS LINGÜÍSTICAS 

				A lo largo del siglo XIX, el español se fue imponiendo como la lengua de comunicación entre los diversos sectores que concurrieron en los nuevos espacios de interacción, así como en los espacios tradicionales refuncionalizados. Esta situación se vio reforzada con las políticas lingüísticas implementadas por los sucesivos gobiernos decimonónicos, para quienes la lengua fue considerada como uno de los factores de identidad de la naciente mexicanidad. Al ser reconocida como lengua nacional, se institucionalizó, asegurando con ello el dominio de lo público y propiciando una sustitución progresiva de las lenguas indígenas en el ámbito de lo privado.

				Las políticas lingüísticas que favorecieron el predominio definitivo del español durante este periodo pueden verse como el resultado de la tensión constante entre la legislación y la acción destinadas a los pueblos indígenas. Por un lado, la legislación expedida se sustentó en los ideales liberales que guiaron el siglo XIX. Por otro, las acciones concretas destinadas a los grupos indígenas responden a una constante fluctuación entre la integración y el exterminio.

				La dualidad del indio: raíz o problema 

				Las sucesivas generaciones de criollos conformaron la identidad de la naciente república a partir de dos fuentes primarias: los valores hispanos heredados de sus padres y la realidad americana que les tocó vivir. Su identidad se fincó en la tierra donde habían nacido mediante un mecanismo de apropiación física y cultural; “hicieron el inventario y la apología de la naturaleza americana, magnificaron sus diversos productos y crearon los primeros símbolos de identidad para la patria americana” (Florescano 2000 [1996], p. 172). Este proceso incluyó un lento rescate y apropiación del pasado indígena, al que encomiaron casi sin reservas.

				El proyecto insurgente asumió la antigüedad indígena como raíz de la nación, y esto le dio legitimidad ante los grupos nativos y mestizos. “El mito de la nación indígena unió tres convicciones: la creencia en la posibilidad de restaurar un imaginario imperio mexicano, el repudio a la dominación española y la definición de la guerra de Independencia como una venganza contra las injusticias de la conquista” (ibid., p. 286). Por otra parte, los insurgentes adoptaron los principios del liberalismo: soberanía, igualdad, libertad y justicia, con lo que abrieron la expectativa de un Estado moderno laico y democrático en donde todos los individuos fueran iguales ante la ley. El artículo 24 de la Constitución de Apatzingán proclamaba que “la felicidad de la nación y de cada uno de los ciudadanos consistía en su derecho a la igualdad, a la seguridad, a la propiedad y a la libertad” (ibid., p. 288).

				Desde el inicio de la república los pueblos étnicos realmente existentes no figuraron, como tales, en el proyecto de nación, sino sólo los idealizados ancestros que se consideraba que habían constituido la mítica nación indígena que nos antecedió. Desde entonces se estableció una infranqueable distancia entre el indio histórico, cuyo pasado prestigioso se esforzaban por recuperar los criollos, y el indio real perteneciente al sector más marginado de la sociedad. Entre estos dos polos transcurre la suerte del indio a partir de la instauración de México como país independiente y explica las acciones que se tomaron en el transcurso del siglo XIX sobre esta población y, en buena parte, la contradicción en la que aún hoy nos debatimos. Por una parte, el indio y lo indio es importante como un elemento constitutivo de la identidad mexicana que la distingue de otras (especialmente de la española). Por la otra, los indios representan un problema que hay que solucionar, un grupo que debe ser integrado al progreso de la nación, ya que en tanto permanece marginado constituye una carga que retrasa la modernización del país (Coronado 2003).

				La “desaparición” del indio

				Para todas las fuerzas políticas que se disputaron el poder en la nueva república la presencia del indio en la vida nacional resultaba, de una u otra manera, un problema; era imperioso, pues, asignarle una nueva identidad: la de ciudadano. El Congreso Constituyente prohibió en 1822 nombrar a los ciudadanos de la nueva nación por su origen: “con ello se determinó la abolición del término ‘indio’ y se extinguió la ‘república (de indios)’ para dar paso a la formación del ayuntamiento constitucional” (Tanck 1999, p. 590). De acuerdo con esta legislación sólo se reconocerían ciudadanos mexicanos, pero quedaba un problema:

				¿Cómo llamar a esas personas en la legislación? Se intentó nombrarles con varios términos: ‘los antes llamados indios’; ‘los llamados indios’; ‘los antiguos indios’; ‘pueblos que antes llamaban de indios’; ‘los ciudadanos naturales’; ‘los interesados’; ‘los actuales poseedores’; ‘conocidos antes por indios’; ‘las primitivas familias’; ‘la clase nacional antes llamada indígena’; ‘los vecinos naturales y de razón indígena’. A Partir de 1824 en Yucatán y de 1826 en Veracruz se empezó a utilizar el término que llegó a ser el más común: ya los indios se llamaban ‘indígenas’ (Tanck 1999, p. 591).

				Si recordamos que uno de los resultados de la denominación es la presuposición de existencia (Lyons 1980), podemos entender que la discusión sobre cómo nombrar a este grupo social no es para nada intrascendente, pues en ella se manifiesta uno de los problemas medulares de la nueva nación. La serie de circunloquios utilizados para evitar el engorroso término muestra un afán por distinguir entre un antes y un ahora: los antes llamados indios, los antiguos indios, pueblos que antes llamaban de indios, conocidos antes por indios, las primitivas familias; así como el reconocimiento, a partir de ese momento, de una clase de ciudadanos: los ciudadanos naturales, la clase nacional antes llamada indígena, los vecinos naturales y de razón indígena. El antes refiere, obviamente, a la época colonial, y el ahora al periodo independiente, en donde sólo se reconocen ciudadanos, vecinos y clases sociales.

				No obstante los esfuerzos de este primer momento, el término indio prevaleció, pero fue refuncionalizado; poco a poco dejó de nombrar una casta y se utilizó para nombrar un tipo social y cultural plenamente identificable. Los principios de la Ilustración demostraron la bondad ingénita del hombre, razón de la libertad y sustento de la teoría del “buen salvaje”. Es a partir de esta visión que los criollos ilustrados (Mendieta, Palafox y Clavijero) le adjudican al indio, entre otros, atributos tales como ser frugales, indolentes, graves, severos, silenciosos, tristes, reservados, imperturbables, pacientes y sufridos; los defectos que en ellos ven atañen a la situación actual: “los indios están embrutecidos, viven en la ignorancia más completa y arrastran una existencia miserable”; sin embargo, muestran ciertas aptitudes e inclinaciones positivas: aprenden rápidamente y tienen gran afición por las artes en las que se muestran hábiles, aunque les falta originalidad e imaginación; lo peor de todo es su gran afición a la bebida que los hace perder todo control sobre sí mismos (Miranda 1991). En el transcurso del siglo, el contenido semántico de la palabra indio evolucionó al punto de nombrar un estereotipo semejante al lépero, a la china, el payo o el chinaco (Pérez Montfort 2003, p. 51). Hacia finales del siglo el discurso se invierte, se subrayan los atributos negativos del indio para explicar las condiciones de miseria en las que esta población permanece. Los indios son ante todo ignorantes, flojos, supersticiosos y viciosos, y esto los convierte en un obstáculo para el progreso de la nación. Buena parte de este proceso puede seguirse en la literatura de la época, en donde los autores decimonónicos describen las características físicas y anímicas que distinguen a los indios.

				Del indio al campesino: el discurso de la incorporación 

				Como ya hemos señalado, uno de los resultados del liberalismo es el desarrollo del concepto de individuo, y con él, el de ciudadano. Bajo este régimen los actores de la nueva sociedad no serán ya más las corporaciones, sino los individuos, que en su calidad de ciudadanos adquirirán la igualdad de derechos ante la ley. El postulado liberal consagrado desde un primer momento en la legislación de la naciente república, topa con la realidad prevaleciente hasta entonces en los pueblos de indios, en donde los individuos se reconocían en tanto miembros de una comunidad: “el indio como individuo no se identificaba por su raza, sino por su pertenencia a un pueblo […] frecuentemente era, como mucha gente de los otros grupos sociales, ignorante, marginado, pobre y supersticioso, pero el pueblo de indios era adiestrado, litigante, participativo y administrador de tierras, bienes y dinero” (Tanck 1999, pp. 588-589).

				El proceso de “igualación” de los indios con los otros sectores de la sociedad adquiere un decidido impulso a partir de la segunda mitad del siglo XVIII con las reformas borbónicas, y durante el siglo XIX dicho proceso se intensifica. De acuerdo con Terán (1997, p. 333) el cambio fue doble: por un lado, los indios comenzaron a igualarse entre sí, más allá de su etnia, localidad y privilegios; y por otro, se igualaron con los otros grupos que componían la sociedad rural, hasta pasar a ser parte del grueso y heterogéneo campesinado. En otras palabras, dejaron de pertenecer a un pueblo específico y pasaron a conformar parte de un grupo social que se integra, de una u otra manera, al mercado de trabajo global[29]. Pero, paradójicamente, al declarar la igualdad jurídica de todos los individuos que componían la nueva nación, los indios quedan desprotegidos e indefensos; “la igualdad de derechos agudiza la desigualdad de fortunas” (González 1983, p. 94). La repercusión que tuvo el proceso de igualación entre los distintos pueblos indios fue disímil; esto tuvo que ver tanto con los matices ideológicos presentes en los distintos gobiernos que actuaron a lo largo del siglo, como con la particular situación socioeconómica y política que caracterizaba a cada uno de los grupos étnicos que habitaban el país.

				En lo tocante al primer punto, cabe subrayar que si bien los principios del liberalismo sustentan las legislaciones establecidas a lo largo del siglo XIX, los distintos grupos políticos contendientes durante este periodo enarbolaron diferentes grados o tipos de liberalismo. En cuanto al segundo punto, debemos recordar que, de manera contraria a lo que comúnmente se supone, los distintos grupos indígenas que habitan nuestro país no son homogéneos ni nunca lo han sido[30]. Cada uno de estos grupos tuvo una participación distinta en la vida nacional a lo largo del siglo XIX y se vieron afectados de manera diferente por las disposiciones legales y acciones políticas de los sucesivos regímenes.

				La respuesta de los grupos étnicos ante las desventajas que para ellos representaba su igualación con el resto de la sociedad se tradujo en una serie de conflictos que se extienden a lo largo y ancho de la república durante todo el siglo. Las rebeliones indígenas que surgen en el siglo XIX pueden verse como una respuesta de los pueblos al despojo de las tierras comunales y la defensa de su identidad (Florescano 2000 [1996], p. 327). Cada uno de ellos vivió esta resistencia de una manera peculiar de acuerdo con sus circunstancias; algunas, como la rebelión maya, adoptaron un matiz religioso y tuvieron líderes indígenas; otras, como la rebelión comandada por Manuel Lozada, el temible Tigre de Alica, aglutinaron a varios pueblos —entre ellos yaquis, tepehuanes, huicholes, coras y nahuas— en torno a un líder mestizo. Los autores que se han ocupado del tema coinciden en señalar que el papel que los distintos grupos étnicos desempeñaron durante el siglo XIX en la conformación del nuevo Estado dista mucho de haber sido pasivo; sin embargo, aún sabemos muy poco al respecto, y aún menos sobre el papel de la lengua y la cultura como factor de identidad en los distintos procesos de resistencia.

				Por parte de los gobiernos federales y estatales es posible observar dos grandes tendencias que conviven y se complementan a lo largo del siglo: el exterminio y la asimilación. Dichas tendencias se sustentan en una clara distinción entre el indio pacífico —con el cual se convivía y hacia quien se tenía sentimientos de lástima, aunque también de desprecio— y el indio bárbaro o de guerra —capaz de atacar o de responder con violencia a las agresiones—[31]. En todo caso, las acciones emprendidas contra los indios estuvieron sustentadas en el discurso liberal en el cual prevalece, en un primer momento, la idea de igualdad. A partir de la segunda mitad del siglo, el discurso que impera es aquel que pugna por el orden y el progreso; este discurso, sustentado en las ideas positivistas, imperó en la época porfirista. Conforme transcurre el siglo se observa que poco a poco se va generalizando una interpretación de estas rebeliones como “guerras de castas”: “A finales de la década de 1840, en los medios políticos y en la opinión pública se observa un cambio en el significado de la expresión guerra de castas. En adelante esas palabras no se limitaron a distinguir las luchas en el territorio yaqui o en Yucatán: se convirtieron en la voz común para nombrar cualquier conflicto que tuviera como actores a los indígenas” (ibid., p. 357).

				El exterminio se observa con mayor frecuencia en los amplios territorios del norte del país, en donde habitaban grupos todavía nómadas. El asedio que sufren los yaquis durante todo el siglo es, quizás, el ejemplo extremo de esta política. A partir de 1838 el ataque es continuo, llega a su máxima expresión en la última década del siglo y culmina con la adopción, entre 1902 y 1904, de una política oficial de deportación, por la cual por lo menos un tercio de la población es trasladada a Valle Nacional en Oaxaca y a las haciendas henequeneras de Yucatán.

				La desvalorización del indígena, que fue una constante durante todo el siglo, adquiere en la segunda mitad de la centuria la justificación de una lucha frontal de la “civilización” (blanca, por supuesto) ante el embate de la “barbarie” que caracterizaba a las “hordas” y “tribus” indias. Al inicio de la segunda mitad del siglo, Orozco y Berra constataba la pérdida de muchas lenguas indígenas, en especial aquellas que habían sido habladas en la región norte del país, cuyos hablantes —a juicio de este autor— habían dejado de ser indígenas, y por ende bárbaros, para convertirse en campesinos:

				Como acabamos de ver, las lenguas indígenas han perecido en todos los Estados de Tamaulipas, Nuevo león, Coahuila, Zacatecas, Aguascalientes, parte N de San Luis Potosí y E de Jalisco, es decir, en todo el espacio en que vagueaban las tribus bárbaras y cazadoras, sin domicilio fijo, ni apego a la tierra que los sustentaba. Atraídos allí los indígenas a formar misiones, en contacto con los colonos blancos, perseguidos y exterminados quienes no quisieron domesticarse, fueron perdiendo poco a poco sus costumbres, sus hablas respectivas, concluyendo al cabo por no usar ni saber otra lengua que la castellana, adoptando también el traje y las maneras de los habitantes de nuestros campos (Orozco y Berra 1864, p. 49).

				Esta posición encuentra su sustento en el evolucionismo que caracterizó la segunda etapa del positivismo mexicano y que condujo a argumentaciones clasistas y racistas que justificaban la preeminencia de los “superiores” (más aptos, fuertes, inteligentes, educados, virtuosos, ricos y, desde luego, blancos) sobre los “inferiores” (indígenas y negros) que representaban su antítesis. “Bárbaros, salvajes, indómitos, incivilizados, son palabras que se repiten una y otra vez en los documentos de los archivos que hablan de los indios” insurrectos (Rodríguez 1995, p. 27).

				De los doctrineros a los maestros: la acción castellanizadora

				Durante todo el siglo, las políticas decimonónicas asignan a la educación un papel central para alcanzar la tan anhelada unidad nacional. En la primera mitad de la centuria, de acuerdo con los postulados liberales, la educación es vista como el medio que permitiría formar los hombres libres, los ciudadanos industriosos, inventivos y progresistas que el naciente país necesitaba. Al instaurarse el positivismo, la educación pasa a ser el instrumento esencial para lograr el progreso de la sociedad (Heath 1972, Staples 2001, Talavera 1973, Tanck 1978, Vázquez 1992). Con la secularización, el Estado queda a cargo de la educación pública, hasta entonces en manos del clero[32]. Bajo la rectoría del Estado se regula el carácter de la educación, la enseñanza primaria se masifica, se profesionaliza la actividad de los educadores, el contenido de los programas se unifica, se diseña un sistema nacional de educación y las prácticas educativas se modernizan.

				La modernización se observa en el tránsito paulatino del antiguo esquema colonial hasta el ejercicio de la pedagogía moderna. En lo que respecta a la atención a los grupos indígenas, este proceso implica el paso de los doctrineros a los maestros. Durante la época colonial la educación de los naturales, al igual que la del resto de la población, estuvo a cargo del clero; los sacerdotes o indios preparados por éstos instruían a los jóvenes y niños en los rudimentos de la doctrina cristiana; esta práctica se llevaba a cabo diariamente y en la propia lengua de los adoctrinados. Comúnmente la enseñanza se impartía dentro de los terrenos de la iglesia misma, ya que en esa época ni en las ciudades y villas de españoles, ni en los pueblos de indios, era costumbre utilizar un edificio construido especialmente para tal fin (Tanck 1999, p. 400).

				A partir de las reformas borbónicas se promueve el establecimiento de escuelas de primeras letras financiadas con dinero de las cajas de comunidad, y con ello inicia el largo camino de la modernización de la enseñanza que ocuparía todo el siglo XIX. En esa época la enseñanza era predominantemente oral, el aprendizaje de la escritura tomaba mucho tiempo y no todos los alumnos conseguían hacerlo.

				Se usaba el catecismo escrito en el siglo XVI por el jesuita español Jerónimo de Ripalda. Con la ayuda de este librito los alumnos empezaban a aprender a leer […] memorizaban las preguntas y respuestas, a veces en tono de cantecillo, dirigido por el preceptor o por un estudiante de mayor edad […]. Se dividía a los alumnos de la escuela en dos grupos: los principiantes en la clase de leer y los más avanzados en la de escribir […]. Probablemente dos tercios de los alumnos se encontraban entre “los de leer” y un tercio en “los de escribir”. Como en todos los países de Europa y América en el siglo XVIII, el alumno aprendía a leer uno o dos años antes de que aprendiera a escribir. Los de leer recibían instrucción en la doctrina cristiana y las principales oraciones de la religión católica; aprendían primero a deletrear, luego a silabear y al final a leer, usando la Cartilla (Tanck 1999, pp. 407-408).

				Aquellos pocos que aprendían a escribir desempeñaban empleos dentro de la república y la Iglesia tales como alcaldes, gobernadores, escribanos, mayordomos, fiscales, maestros de capilla y maestros de escuela. Para esto debían saber la doctrina, leer, escribir y entonar el canto gregoriano para dirigir los actos del culto religioso; requerían, además, leer en latín para ser acólitos o músicos en el coro[33].

				Para finales del siglo XVIII todo el mundo distinguía claramente la diferencia entre la escuela de doctrina y la escuela de primeras letras. En estas últimas se promovía el aprendizaje del español y los maestros eran de “raza blanca”. Esta distinción trasciende al léxico, pues la gente usaba las palabras maestro o preceptor para nombrar a los que enseñaban en la escuela, escuela de lengua castellana o escuela formal, y doctrinero o maestro indio a los que enseñaban en la escuela de doctrina o escuela de rezar. La palabra escuelero se usaba indistintamente para ambas.

				Con el transcurso del siglo vemos que los antiguos doctrineros fueron sustituidos poco a poco por maestros. Los doctrineros eran indios letrados no profesionalizados, casi siempre pertenecientes al mismo pueblo al que servían, que practicaban una educación predominantemente oral y casi siempre impartida en la lengua materna de sus adoctrinados, circunscrita a la enseñanza de la lectura y los rudimentos de la doctrina cristiana, y sus sueldos eran cubiertos por las cajas de comunidad. Los maestros, en cambio, eran individuos cada vez más profesionalizados, la mayoría de las veces mestizos, ajenos a la comunidad en donde impartían sus enseñanzas, que ahora abarcaban, además de la doctrina cristiana y la lectura, la escritura y las operaciones fundamentales y algunos rudimentos de educación cívica; enseñaban casi siempre en español y eran pagados por los ayuntamientos.

				El cambio de la escuela de doctrina a la escuela de lengua castellana significó, además, el reconocimiento de un nuevo espacio físico específico para la enseñanza: la escuela (Tanck 1999, pp. 343-345):

				Generalmente los alumnos que asistían a las escuelas de primeras letras eran indios varones de seis a doce años de edad […] los indios en las escuelas [eran llamados] niños pupilos, niños indios, indiezuelos escolares, indiscuelitos, niños hijos de este pueblo, inditos, niños párvulos que cada hijo en su casa tenga, discípulos, infantes naturalistas, criaturas, niños en común, niños pobres de leer y escribir, criaturas en primeras letras que corresponden al común de los naturales […]. En pueblos donde vivían jóvenes de otras razas, casi siempre asistían a la escuela junto con los indígenas. Si la caja de comunidad otorgaba un salario adecuado al preceptor los indios aprendían gratuitamente, pero los hijos de españoles, mestizos y mulatos pagaban un real al mes, o lo “que convengan y sea de costumbre” (Tanck 1999, p. 395).

				Como la mayoría de las repúblicas de indios, los pueblos purépechas contaban con escuela que pagaban con un porcentaje de los bienes comunales. Por 1789 sólo algunos pueblos de la meseta purépecha, como Pomacuarán, Agüiran y Cocucho no tenían escuela de primeras letras. Según Aguirre Beltrán (1952, p. 96), en algunos casos la ausencia de escuela en estos lugares puede explicarse como parte de una actitud de resistencia a la aculturación y en otros, por aislamiento o falta de recursos.

				En lo que respecta a las niñas, comúnmente se les enseñaba de manera separada; esta práctica prevaleció durante todo el siglo XIX. Generalmente la maestra de una escuela “amiga” era una viuda pobre, aunque también podría ser un hombre de edad mayor.

				Durante la época colonial, en el altiplano central la escuela para niñas se llamaba “amiga” o “miga”; se usaba este nombre tanto en los pueblos de indios como en las ciudades y villas de españoles. Generalmente se inculcaba la doctrina cristiana y se enseñaba a leer; no era frecuente que se incluyera la enseñanza de la escritura. Más común era instruir también a las alumnas en labores de tejido, costura, hilados y cocina. Este contenido, que excluía la escritura, también solía impartirse en las ciudades de Nueva España, España y Europa (Tanck 1999, p. 420).

				Las sucesivas legislaciones que en esta materia educativa se establecen durante el siglo XIX pugnan por garantizar su carácter gratuito, obligatorio y laico[34]. Para un país que iniciaba su vida independiente con una economía precaria, no era fácil extender los beneficios de la educación primaria a toda la población; para este fin el método lancasteriano resultó una solución práctica. Promovido a partir de 1822, el gobierno le dio a la Compañía Lancasteriana el carácter de Dirección General de Instrucción Primaria en la República en 1842.

				Este método tenía la ventaja de enseñar a escribir tan pronto como los alumnos dominaban la lectura de una o dos sílabas, con lo que el aprendizaje de ambas habilidades resultaba casi simultáneo. Por otra parte, el sistema consistía en utilizar a los alumnos más adelantados para instruir a los más pequeños y menos avanzados; el maestro enseñaba sólo a los niños que fungían como “monitores” o “instructores”, quienes a su vez tenían a su cargo un grupo de diez niños más pequeños. De esta manera un solo maestro podía, en teoría, atender un grupo hasta de 500 niños, con lo que resultaba más económico que el antiguo método. De tal suerte que “gran parte de la reputación del sistema derivaba de su economía y rapidez” (Tanck 1992, p. 50).

				Este método atrajo mucho la atención por su modernidad, se ligó a la democracia política, ya que promovía la participación activa de los alumnos en el proceso educativo y disminuía, en parte, el papel autoritario del maestro[35]. Mantuvo su vigencia durante casi cincuenta años, durante los cuales arrojó un saldo favorable para la educación de la población que habitaba en poblados grandes o en ciudades en donde las escuelas se multiplicaron rápidamente[36]. Sin embargo, en las poblaciones indígenas se observa, incluso, un retroceso que tiene su origen en las orientaciones que emanan de las reformas borbónicas y culmina con “la paulatina centralización del poder y en general de los recursos económicos a costa de las autonomías locales y estatales”, práctica que llega a su punto máximo en el Porfiriato (Martínez 1992, p. 112).

				Dos aspectos de este proceso llaman especialmente nuestra atención: el decremento de escuelas de primeras letras en las áreas rurales, en especial en las zonas indígenas, y la paulatina imposición del español en la enseñanza primaria. Recordemos que con las reformas borbónicas los pueblos de indios fueron obligados a entregar los fondos de sus cajas de comunidad a los ayuntamientos constitucionales.

				En la práctica esto significó que muchas poblaciones indígenas que tenían dinero propio para pagar maestros de escuela, ahora lo ingresaran a la tesorería de ayuntamientos mestizos o blancos que no se preocupaban por conseguir maestros más que para las cabeceras municipales y uno que otro pueblo de regular tamaño. Los indígenas fueron los grandes perdedores en la creación de municipios libres a partir de los años veinte (Staples 2001, p. 325).

				Durante la primera mitad del siglo no es mucho lo que se logró ante la inercia educativa que se venía arrastrando desde la época borbónica; los liberales no logran ir mucho más allá del decreto (Vázquez 1975, Monsiváis 1988, Staples 1992). Los avatares políticos y económicos que caracterizaron el siglo XIX determinaron los vaivenes que experimentó la educación durante toda la centuria[37]. De una u otra manera, los afanes y preocupaciones educativas de los gobiernos en turno se toparon con arcas vacías y con inestabilidad política, situación que se tradujo en estancamientos o retrocesos en la educación; no hubo un aumento constante en el número de maestros disponible, ni en el de niños inscritos, ni en el rendimiento escolar. Los pueblos indígenas que vivían en comunidades retiradas fueron los que se vieron menos beneficiados por el esfuerzo educativo desplegado durante este periodo (Staples 1992). Se calcula que al iniciar el siglo XX 80% de la población era analfabeta; Ignacio Ramírez llamaba la atención ante el alarmante panorama que se observaba en 1868:

				Siete millones en completa ignorancia; quinientos mil habitantes apenas sabiendo leer y escribir muchas cosas inútiles; cuatrocientos mil con menor instrucción, sin que ella se levante a la altura del siglo; y cosa de cien mil pedantes […]. Esta situación es el resultado inevitable de nuestros planes de estudio; por eso tenemos todavía jesuitas y no tenemos jurados; por eso en vez de guardias nacionales, la revolución produce esbirros; por eso unos pocos monopolizan el poder, y por eso la República ya se llama Santa Anna, ya Comonfort, ya Maximiliano, ya D. Benito (Ramírez 1984 [1868], “Instrucción Pública”).

				La construcción de una identidad lingüística

				Uno de los grandes cambios que se consolida durante el siglo XIX es la identificación del español como elemento fundamental de la identidad nacional. Aunque el latín y las lenguas indígenas formaron parte del bagaje cultural de los criollos ilustrados del siglo XVIII[38], poco a poco el español, y en especial la variante mexicana (llamada en un primer momento americana), va constituyéndose en uno de los factores aglutinantes de la nueva identidad criolla y del proyecto de nación que estos sectores pusieron en marcha a raíz de la independencia.

				Las sucesivas políticas lingüísticas puestas en práctica durante este periodo favorecieron el uso del español en el ámbito oficial y administrativo por lo que, hacia el final del siglo, éste logró consolidarse como la lengua nacional. Uno de los ámbitos en donde este proceso se manifiesta claramente es en la educación, la punta de lanza por excelencia del liberalismo prevaleciente en el XIX; durante este siglo el español se constituye en la lengua de enseñanza para todos los ciudadanos, en tanto que la enseñanza del latín y de las lenguas indígenas vio restringida o anulada su presencia en las aulas. Dos lugares en donde este proceso se manifiesta con claridad son los libros de texto y los programas de estudio de la época.

				Una trilogía de libros

				En los primeros momentos del México independiente, las prácticas educativas, especialmente las de la escuela primaria, siguieron siendo iguales o muy similares a las que se llevaban a cabo en la última etapa del periodo colonial[39]. La educación se organizaba en primera, segunda y tercera enseñanza. La primera o elemental era la de primeras letras y comprendía: lectura, escritura, reglas elementales de aritmética y un catecismo con los principales dogmas religiosos, máximas morales y las obligaciones civiles (Soto 1997, pp. 47-48). Antes de que se popularizara el método lancasteriano, la enseñanza de la lectura se hacía independientemente de la escritura; un niño aprendía a escribir varios años después que a leer y en ocasiones nunca lo hacía.

				Es importante destacar que en Nueva España, como en Europa, no saber firmar no significaba que la persona fuera ignorante también de la lectura. Dos veces más personas podían leer que escribir. Esto se debía a que no se enseñaba a leer y a escribir simultáneamente sino un aprendizaje después de otro, esto es, en secuencia. Sólo después de dos o tres años de aprendizaje de la lectura y la doctrina cristiana, se instruía en cómo tomar la pluma de ave, manejarla con tinta negra que salpicaba y manchaba la ropa y aplicarla a papel costoso y escaso. En la escuela, generalmente los niños que tenían entre cinco y ocho años aprendían a leer, y de nueve a 12, a escribir y a hacer operaciones matemáticas (Tanck 1999, p. 439).

				Esta enseñanza se apoyaba básicamente “en una trilogía de libros escolares: las cartillas o silabarios, los catones y el catecismo de la doctrina cristiana” (Castañeda 2004, p. 35). Las cartillas y silabarios eran los libros primeros con los que se iniciaba la lectura; los catones y catecismos pueden considerarse como los segundos libros de lectura que continuaban el aprendizaje de la doctrina cristiana, iniciado con las cartillas o silabarios, y servían, además, para inculcar actitudes y valores que eran compartidos por la sociedad (ibid., p. 44; Tanck 1999, p. 408).

				El método empleado era el siguiente: los niños aprendían primero a deletrear, luego a silabear y al final a leer usando la cartilla[40]. Una vez que los alumnos dominaban el deletreo practicaban la lectura en el catecismo de Ripalda[41] —cuyas primeras páginas probablemente ya sabían de memoria— y en el “catón”, libro pequeño de moralejas, lecturas religiosas y recomendaciones de buena conducta (Tanck 1999, p. 408). Los conocimientos de la doctrina cristiana conformaban el núcleo de la educación; dichos conocimientos aparecían no sólo en los catecismos sino también en las cartillas y en los catones.

				Cabe recordar que a lo largo de la época colonial, además de gramáticas y vocabularios, se elaboraron catecismos en muchas de las lenguas indígenas de México, mismos que eran utilizados para la enseñanza de la doctrina cristiana[42]. Aunque durante el siglo XIX la producción de catecismos y doctrinas en lengua indígena se vio disminuida de manera considerable, ésta no desapareció por completo. Ciertos sectores de la Iglesia continuaron elaborando y sobre todo reimprimiendo gramáticas y textos religiosos producidos durante la época colonial que, en la mayoría de los casos, siguieron siendo el único material de lectura en las escuelas; las lenguas que merecieron más atención en este aspecto fueron: maya, náhuatl, mixteco, otomí, tarahumara, totonaco, tzotzil, zapoteco y zoque (Cifuentes 1998, p. 210; Contreras 1986; Staples 2001, p. 176).

				A pesar de que las políticas lingüísticas de finales de la Colonia favorecían el empleo del español en la educación, la enseñanza del catecismo siguió practicándose en lengua indígena, aunque con menor frecuencia[43]. Durante el siglo XIX el uso de catecismos en lengua indígena para la enseñanza de los niños indígenas siguió siendo practicado sobre todo por ciertos sectores de la Iglesia y en ciertas regiones del territorio nacional, como el obispado de Puebla. Esto fue posible debido a que, ante la permanente falta de recursos, los gobiernos permitieron, y aun alentaron, la creación de escuelas en las parroquias y la participación de la Iglesia en la educación. 

				Por otra parte, el proceso de secularización que define la época se manifiesta también en los libros de texto utilizados para la enseñanza de primaria; aunque siguieron existiendo catecismos y catones cristianos, los hubo políticos, censorios y civiles que paulatinamente fueron ganando terreno en las escuelas[44]. Castañeda (2004, p. 54) observa que el contenido mismo de los libros de texto muestra este proceso de secularización que se manifiesta en el paso de la cartilla al silabario. Las cartillas más antiguas (1691 y 1793) que esta autora examinó incluían catecismos, característica que las distinguió de la Nueva Cartilla (editada en 1821) y de los cuatro silabarios, en los que está ausente el catecismo. 

				El caso michoacano nos permite constatar que la producción de materiales de lectura en lengua indígena que se realizó durante el siglo XIX fue el producto de esfuerzos individuales, y que la producción de un tipo de texto no excluyó la elaboración de otro. Hacia finales de siglo salen a la luz dos obras de carácter educativo, un silabario y un catecismo. En 1886, Nicolás León escribe un Silabario del idioma tarasco o de Michoacan y en 1891 Sebastián Olivares, a la sazón párroco de Cherán, edita un Catecismo Guadalupano. En español y tarasco para la instrucción y beneficio de los indígenas michoacanos al que agrega al final “algunas reglas para facilitar la pronunciación y escritura del idioma tarasco”[45]. Poco se sabe sobre la repercusión real que estos materiales tuvieron en la educación de los hablantes purépechas.

				Gramática castellana y lengua nacional

				Una revisión de los programas de estudio permite observar que aquellos que se propusieron, sancionaron y establecieron a lo largo del siglo XIX para normar la educación en la nueva república muestran el lento pero progresivo desarrollo de una escuela laica en la que el español se erigió en la lengua de instrucción. Este proceso, que inició hacia finales de la Colonia, cuando las políticas lingüísticas dictadas desde la metrópoli favorecieron definitivamente la castellanización de los pueblos indios[46], culmina con el reconocimiento del español, primero como idioma patrio y posteriormente como lengua nacional.

				Conforme transcurre el siglo, paulatinamente desaparece el estudio del catecismo cristiano de los programas de la escuela primaria y se sustituye por la educación cívica. La Constitución de 1824 señaló la facultad de los gobiernos nacional y estatales para establecer las instituciones educativas, pero sin especificar nada concreto sobre la educación elemental. Cada estado quedó en libertad de emitir su propia legislación al respecto; en algunas de las constituciones estatales se contempla la convivencia de un catecismo religioso y otro civil en la enseñanza primaria. En la Constitución del Estado de México promulgada en 1827, en la que se refleja la fuerte influencia de un liberal de la talla de José María Luis Mora, se consignan los propósitos y disposiciones sobre educación (art. 135); el título VI, sobre instrucción pública, señala los contenidos del programa de la escuela de primeras letras: “Habrá por lo menos en cada municipalidad una escuela de primeras letras, en que se enseñará a leer, escribir, las cuatro reglas de aritmética, el catecismo religioso y el político” (Saladino 1982, p. 46). Algo similar se reglamentó en el plan de estudios emitido por el estado de Puebla en 1829, en el que se prescribe “que los niños sepan leer y escribir correctamente; como así mismo las reglas primeras de aritmética, elementos del idioma patrio, macsimas (sic) de moral y urbanidad; y dos catecismos, uno religioso y otro político” (Moreno de Alba 1999, p. 450).

				En 1833, la Ley de Instrucción Pública expedida por el vicepresidente Valentín Gómez Farías establece que en la escuela primaria ambos sexos cursarían el mismo plan de estudios, mismo que comprendía: escritura, lectura, elementos de aritmética, catecismo religioso y catecismo político, conforme al método de enseñanza mutua. En el caso de las niñas, éstas aprenderían, además, a “coser, bordar y otras labores de su sexo” (Soto 1997, p. 102). Es interesante observar que en este plan, al igual que en los planes estatales que le antecedieron, se distingue entre dos tipos de catecismo, uno religioso y otro político; el catecismo religioso consistía, como hemos visto en párrafos anteriores, en la enseñanza de la doctrina cristiana, mientras que el político o civil refería a estudios rudimentarios, con base en la Constitución, sobre los derechos y obligaciones del ciudadano (ibid., p. 59)[47].

				En 1861, el gobierno de Juárez crea el Ministerio de Justicia e Instrucción Pública destinado a promover, controlar y supervisar la educación. Ese mismo año, decreta la Ley de Instrucción Pública que unifica el plan de estudios para primaria con los siguientes contenidos: moral, lectura, lectura de las leyes fundamentales, escritura, elementos de gramática castellana, aritmética, sistema legal de pesos y medidas, canto, además de costura y bordado en las escuelas de niñas (Juárez 1973 [1861]). Cabe observar que en este currículum desaparece el catecismo religioso y se prescribe la enseñanza de rudimentos de gramática castellana; dicho cambio había sido perfilado ya en algunas legislaciones estatales, como la de 1829 de Puebla.

				La Ley de Instrucción Pública que emite Maximiliano durante su corto período al frente de los destinos del país, restaura la educación religiosa en la escuela primaria. El plan de estudios para ésta comprende: principios de religión, urbanidad, lectura, caligrafía, aritmética, conocimientos generales del sistema métrico decimal y del que se ha usado comúnmente en la nación y gramática castellana (Habsburgo 1973 [1865]). Sin embargo, esta administración no tuvo el tiempo suficiente para poner en práctica las reformas propuestas.

				Tras la instauración de la República, Benito Juárez expide en 1867 la Ley Orgánica de Instrucción, que reorganiza el sistema educativo bajo un régimen laico. Gabino Barreda encabeza la comisión encargada de realizar la tarea y le da a la enseñanza una orientación positivista[48]. En 1869 se reforma la ley de 1867 y se declara la educación elemental gratuita y obligatoria; aunque esta ley no señalaba el carácter laico de la enseñanza, suprimió del programa las materias religiosas. El programa de educación primaria incluía: lectura, escritura, elementos de gramática castellana, aritmética, sistema métrico decimal, dibujo lineal, rudimentos de historia y geografía, moral y urbanidad. Aunque la ley no menciona diferenciación sexual, ésta se infiere de la diferencia curricular; el currículum de los niños incluía, además de las materias ya mencionadas, estilo epistolar, rudimentos de física y artes (fundados en la química y mecánica) y nociones de derecho constitucional, en tanto que el de las niñas contemplaba higiene práctica y labores manuales (Soto 1997, p. 238). Como puede apreciarse, en este programa desaparece la instrucción religiosa y se contempla de manera definitiva la materia de “gramática castellana” como parte del curriculum tanto de niñas como de niños.

				Hacia finales del siglo, en 1889, siendo Joaquín Baranda ministro de Justicia e Instrucción Pública, se celebra el Primer Congreso Pedagógico Nacional, evento que marcó un parteaguas en la historia de la educación en México, ya que a partir de entonces se puede hablar de una política educativa nacional. El Congreso fue presidido por Justo Sierra y Enrique C. Rebsamen y contó con la asistencia de delegados de todas las entidades; en él se postuló que la instrucción pública debería ser laica, obligatoria y gratuita y se aprobó la siguiente tesis: “Es conveniente y posible un sistema nacional de instrucción primaria obligatoria, gratuita y laica, con un plan de 4 años para niños de 6 a 12 años de edad, integrado por las siguientes materias: moral, instrucción cívica, lengua nacional, lecciones de cosas, aritmética, geografía, historia, geometría, dibujo, caligrafía, gimnasia, canto y labores femeniles”. En este primer congreso destacan dos factores que se consideraron de la mayor importancia para lograr la integración nacional: el acuerdo de adoptar un mismo plan de estudios y un mismo método de aprendizaje para todos los mexicanos y el reconocimiento del español como una herencia de los mexicanos. Se enfatizó la conveniencia de que la escuela relacionara el español que empleaba en los libros de texto y en los ejercicios escolares con el español que los niños escuchaban y usaban cotidianamente; de esta manera se aceptaba la existencia de un español propio y “México confirmaba su lengua nacional” (Heath 1972, p. 117). Una lengua nacional que, al ser adoptada por toda la población, sería garante de la unidad nacional; Justo Sierra lo expresaba de esta manera: “Llamamos al castellano lengua nacional no sólo porque es la lengua que habló desde su infancia la actual sociedad mexicana, y porque fue luego la herencia de la nación, sino porque siendo la sola lengua escolar, llegará a atrofiar y destruir los idiomas locales y así la unificación del habla nacional, vehículo inapreciable de la unificación social, será un hecho” (Sierra 1919).

				Lenguas vernáculas y lenguas vehiculares

				Al mismo tiempo que el español se eleva al rango de lengua nacional y es reconocido como lengua de instrucción, los idiomas autóctonos pierden terreno en la enseñanza elemental o primaria y quedan confinados a un estrecho sector de la educación superior. Durante la primera mitad del siglo, en los seminarios conciliares siguieron impartiéndose cátedras de lenguas indígenas, especialmente náhuatl, otomí y tarasco. Sin embargo, esta labor vino a menos en la segunda mitad del siglo, periodo durante el cual los cursos de lenguas indígenas devinieron en un estudio de antigüedades (Cifuentes 1998, p. 214) y dejaron de ser parte sustancial de la preparación de los nuevos sacerdotes que les permitía comunicarse con su grey y cumplir su labor evangelizadora, y su estudio quedó reservado para eruditos. 

				De manera paralela a lo que sucedió con la educación primaria, durante el primer tercio de siglo, los programas de la enseñanza preparatoria y estudios mayores siguieron muy de cerca el modelo colonial. Los estudios preparatorios incluían el curso de gramática latina que duraba dos años y el de filosofía que se hacía en tres. La filosofía contemplaba elementos de lógica, metafísica y ética; Nebrija e Iriarte eran “los autores por los que más comúnmente se daba la gramática en casi todos los establecimientos” (Baranda 1844).

				En 1833, las reformas expedidas por Valentín Gómez Farías organizan la educación media y superior en donde, además de las lenguas extranjeras consideradas como necesarias para acceder a los avances de la ciencia (griego, francés, alemán, inglés), se consideraron las cátedras de lenguas indígenas, náhuatl, otomí y tarasco. Una década más tarde, en 1844, Manuel Baranda, a la sazón ministro de Justicia e Instrucción Pública, logra dar unidad al sistema educativo en sus diferentes niveles y proyecta la modernización de los programas, especialmente los correspondientes a enseñanza secundaria y superior. “En los estudios preparatorios se añadió la ideología, la economía política, y nociones de cosmografía y geografía. En estudio de idiomas se explayó todo lo posible, haciéndose aprender también, español, inglés y francés” (id.).

				La Ley de Instrucción Pública de 1861 que reglamenta la enseñanza en todos los niveles contempla en los estudios preparatorios la enseñanza de latín, griego, francés, inglés, alemán e italiano. Se crea la enseñanza secundaria para niñas que incluía: lectura, escritura, lectura de la constitución, y los idiomas español, francés e inglés (Juárez 1973 [1861]). La orientación positivista, que impulsa Gabino Barreda en la educación, alcanza su máxima expresión en la escuela preparatoria, cuyo programa, de acuerdo con la Ley Orgánica de Instrucción expedida por Benito Juárez en 1867, incluía: gramática española, raíces griegas, latín, griego, francés, inglés, alemán e italiano, gramática general y literatura.

				En la educación superior, se contempla el estudio de las “lenguas sabias”, antiguas (latín y griego) y modernas (francés, inglés, alemán), así como el del “idioma patrio” y las “lenguas de las antiguas naciones indias”. Las lenguas sabias antiguas se reservaron para los estudios preparatorios de las carreras de jurisprudencia y medicina, que incluían también el francés. Las lenguas sabias modernas se prescribieron para las otras escuelas, ya que se consideraban indispensables para que los estudiantes accedieran a los conocimientos de vanguardia que el país necesitaba para instalarse de lleno en la modernidad a la que tanto se aspiraba. Ignacio Ramírez lo expresaba de la siguiente manera: “en cuanto a las lenguas vivas, hay tres que debe aprender todo mexicano, y que no puede ignorar el ingeniero: el inglés, el francés y el alemán” (Ramírez 1984 [1867], “Ingeniería civil”). Los estudios preparatorios de la escuela de minas contemplaban la enseñanza del francés, inglés y alemán; la escuela de artes, el francés y el inglés, y la de agricultura, el francés y el inglés.

				Durante el siglo XIX, el estudio de la gramática castellana, que al principio se consideraba como parte del curso de latinidad, pasó a ocupar un lugar central en los distintos currículos. Los textos sobre gramática castellana o española[49] proliferaron durante este periodo; en la Biblioteca Nacional se conservan 280 ejemplares decimonónicos, de los cuales la mayoría (78%) se imprimieron en el territorio nacional, particularmente en la ciudad de México. La enseñanza de la gramática castellana en el país fue básicamente normativa y siguió muy de cerca el modelo dictado por la Real Academia Española, dando poco margen a la originalidad (Moreno de Alba 1999).

				Es interesante observar que, a la par, se va perfilando la conciencia de un español propio, una variante mexicana desde la cual se organizan y sancionan prácticas lingüísticas específicas (Cifuentes y Pellicer 1988). Si bien la conformación de un español propiamente mexicano se gesta desde el siglo XVIII (Company 2005), la identidad lingüística de México sólo adquiere carta de reconocimiento oficial en el transcurso del siglo XIX. Durante este lapso se distinguen dos grandes tendencias, aquella que aboga por un español que permita la introducción de giros regionales y léxico proveniente de las lenguas indígenas, y aquella que busca permanecer lo más apegada posible a la norma peninsular.

				El reconocimiento de una variante mexicana iba de la mano de la legitimación del uso que los hablantes del país hacían del idioma. La disputa refleja de manera muy cercana la pugna sostenida entre liberales y conservadores por un proyecto de nación; si bien ambos reconocían el español como la lengua de la unidad nacional, los conservadores señalaban la necesidad de conservar un español puro, libre de lo que consideraban barbarismo y solecismo. Los liberales, en cambio, abogan por el derecho de hacer uso del español de acuerdo a las particulares circunstancias e historia de los mexicanos; al respecto, Melchor Ocampo escribe:

				En México se habla una cosa distinta de la lengua castellana. Y que esta cosa sea un dialecto y que merezca respetarse, acatarse y atenderse, proviene de que no es producto de la ignorancia, o el extravío de uno u otro original, sino el uso general de ocho millones de habitantes que en sus tribunas, en sus foros, en sus púlpitos, en parte de sus teatros, en sus reuniones más escogidas, y por sus sabios, sus diplomáticos, sus magistrados, sus oradores y sus poetas quieren hablar así, y así hablan (Melchor Ocampo, citado por Mendoza 1999, pp. 373-374).

				Como hemos dicho en párrafos anteriores, la arena en donde se libró buena parte de esta batalla fue la literatura decimonónica. También se expresó en discusiones académicas, como la protagonizada por Vicente Salvá y Melchor Ocampo sobre la pertinencia de hablar de provincialismos o bien reconocer un dialecto para dar cuenta de las particularidades que se observaban en el español hablado en México (Cifuentes 2004). El primer estatuto de creación de la Academia Mexicana de la Lengua, emitido en 1835, constituye otra muestra de los términos que siguió este debate. Creada con el fin de contener la decadencia a la que, se consideraba, había llegado la lengua castellana, reconoció entre sus atribuciones desarrollar acciones tendientes a restituir toda la pureza y esplendor de la lengua. Como parte de dichas acciones, se propuso desarrollar estudios que permitieran legitimar los hispanoamericanismos e indigenismos propios del español mexicano, y para ello elaboraría un diccionario de voces hispano-mexicanas, distinguiéndolas de las castellanas corrompidas, y formaría gramáticas y diccionarios de las diferentes lenguas que se hablaban en toda la república. Como podemos ver, el reconocimiento de una variante mexicana también fue de la mano con el reconocimiento de la necesidad de saber más sobre las lenguas originarias del país.

				El estudio de las lenguas indígenas se conservó sólo en algunos seminarios e institutos, más como curiosidad filológica y formación cultural que como formación científica. Tomemos tres ejemplos, el Colegio de San Nicolás, en Morelia, el Seminario de Morelia y el Instituto Literario de Toluca. Todas ellas fueron instituciones de enseñanza superior; la primera considerada desde la época colonial como un “colegio mayor de ejercicio”; las dos últimas mantuvieron un nivel correspondiente a los estudios preparatorios. Las dos primeras, existentes ya en la época colonial, fueron reabiertas y reformadas una vez establecida la república; el Colegio de San Nicolás se reabre en 1832 y el Seminario de Morelia se reforma en 1833. El Instituto Literario se establece en 1827. 

				El Colegio de San Nicolás, fundado desde el siglo XVI, había alcanzado su mayor esplendor hacia finales del siglo XVIII, y en 1802 contaba con una cátedra de tarasco. En 1810, al estallar la lucha por la independencia, fue clausurado. Su reapertura, en 1832, marca un cambio de orientación en donde privan criterios modernos y liberales (Heredia 1999, p. 24). En el dictamen sobre su restablecimiento, emitido por la comisión formada por Mariano Rivas y don Pablo Peguero, se realiza el siguiente considerando, en donde se suprime la cátedra del idioma indígena:

				Nueve cátedras había en el Colegio de S. Nicolás al tiempo en que cesó: dos de Gramática latina, otra de Tarasco, otra de Filosofía, dos de Teología escolástica, una de Moral y dos de Derecho. De éstas, la de Gramática latina es de fundación del Sr. Quiroga, como consta al f. 6 vta., y todas las demás son de establecimiento posterior. Así, la Comisión cree que en efecto debe conservarse aquella por respeto a la voluntad de tan insigne fundador. La de Tarasco, que ya no podrá ser bien servida porque faltan en lo absoluto maestros capaces de enseñar este idioma, convendrá convertirla en cátedra de Lógica y Matemáticas. La de Filosofía puede reducirse a la enseñanza de los principios de Química, mil veces más útiles que la Física puramente especulativa que se aprende en nuestros colegios, y de la Historia Natural, ramo de aquella ciencia que hasta ahora no se ha cultivado en alguno de los establecimientos literarios de Michoacán. Las de Teología escolástica serían inútiles por falta de cursantes, pues que aun las del Seminario están desiertas la mayor parte del año; así, la una deberá conmutarse en otra de Derecho teórico-práctico, y la otra en una de Teología moral. Las de Derecho deben conservarse, pero enseñándose en una el Derecho natural, de gentes y político, y en otra el civil y canónico. Por último el Estado necesita una cátedra de Economía política, y por tanto debe fundarse pagándose de la Tesorería General (Dictamen, Archivo del Congreso del Estado, paquete 11, exp. 21).

				En el Seminario de Morelia, institución de enseñanza media y estudios profesionales de derecho, la reforma de 1833 impulsada por Mariano Rivas establece una cátedra de Lengua Castellana que se coloca al inicio del programa para que sirviera de base al estudio de otras lenguas. Se conserva los cursos de latinidad —aunque orientándolos al estudio de los autores clásicos— y el de griego, que era ocasional en otros colegios y que prohijó los que después se abrieron en los seminarios de México, Puebla y Guadalajara (Heredia 1999, p. 28). Sin embargo, no contempla la enseñanza de alguna lengua indígena.

				La Constitución liberal del Estado de México promulgada en 1827 reconoce dos niveles de enseñanza: elemental y superior. La responsabilidad de la educación superior recayó en el Instituto Literario de Toluca, que inicia sus funciones en 1828 gracias al empeño de Lorenzo de Zavala, su principal promotor. El plan de estudios con el que inicia mantiene una tendencia ecléctica que conserva aspectos de la educación colonial. Esta institución enfrenta el problema de la educación del indio desde una perspectiva liberal. Habrá que educar al indio para integrarlo a la nación; el instituto recibiría a niños indios provenientes de las diversas zonas étnicas del estado para brindarles educación y hacer de ellos ciudadanos libres que servirían con creces a su país. Ignacio Manuel Altamirano es, quizá, el ejemplo más destacado y conocido. En cuanto al plan de estudios, el señor González Caraal Muro propuso el náhuatl como materia del currículum, justificando su inclusión como importante para la formación de los estudiantes, especialmente los de origen indígena (Saladino 1982, p. 51).

				Grosso modo, es posible observar una división bipartita en la concepción decimonónica en relación con la enseñanza de las lenguas en los niveles superiores. El estudio de las lenguas sabias (antiguas y modernas), así como el español, se consideraba importante en tanto permitía el ingreso de los estudiantes al mundo “racional”. El estudio de las lenguas indígenas, en cambio, era visto como una mera disciplina formativa de provecho para el alumno; en las palabras de Mora, dichas lenguas serían útiles “más por instrucción que por el uso que se haga de ellas en un país donde la lengua castellana es común a todos los miembros de la sociedad” (Mora 1963, p. 124).

				Voces y acciones disidentes 

				Si bien el siglo XIX se caracterizó por una marcada tendencia a desplazar el uso de las lenguas indígenas en los ámbitos públicos, en el tiempo que duró este proceso no dejaron de escucharse voces y de llevarse a cabo acciones que promovían el uso de las lenguas indígenas, sobre todo en la educación de los individuos que las hablaban. La sociedad decimonónica, como cualquier otra, no fue homogénea, y las acciones políticas llevadas a cabo sobre las lenguas habladas en su territorio no fueron sistemáticas.

				Prominentes hombres señalaron la conveniencia de utilizar las lenguas maternas en la educación primaria de los niños indígenas. Luis de la Rosa Oteiza (1805-1856), mentor de Francisco Zarco, puede considerarse un pionero en la defensa de las lenguas indígenas: “Tres siglos de humillaciones y de embrutecimiento a que la raza indígena estuvo sometida no han bastado para hacerla olvidar y abandonar estos idiomas, que ha conservado entre los pesares de su degradación y su miseria como para salvar siquiera estas reliquias del carácter, de la grandeza, y tal vez de la sabiduría de sus progenitores” (De la Rosa 1996 [1844], p. 350).

				Recién constituida la república, algunos legisladores pugnaron por un sistema educativo específico para los indios que les permitiera seguir empleando sus lenguas vernáculas. Una de las voces que se pronunció en este sentido fue la de Juan Rodríguez Puebla, quien en 1824 propuso al congreso del Estado un programa de estudios específico para la población indígena, dentro del sistema universitario central, y que respaldara al Colegio de San Gregorio, la otrora escuela jesuita para indios, a fin de que fuera restablecida como escuela secundaria para indios (Heath 1972, p. 101).

				De acuerdo con una nota periodística de El Sol (periódico lancasteriano), ese mismo año se había admitido en el Congreso la propuesta del diputado Carlos María de Bustamante para que la Constitución fuera traducida al mexicano y que fuera leída a los niños indígenas por los sacerdotes los domingos, así como que, en las escuelas, los niños aprendieran a leer en ella y se utilizara como tema en los exámenes públicos (Soto 1997, p. 70). Dicha acción seguía el espíritu de un decreto publicado en 1822 mediante el cual el gobierno buscó aprovechar los sermones dominicales dictados por los sacerdotes para instruir a la población sobre los beneficios de la independencia y los principios de justicia, necesidad y convivencia de la reciente emancipación (Tanck 1994b, p. 127).

				Entre las voces que se alzaron para defender los idiomas indígenas estuvieron las de José María Luis Mora e Ignacio Ramírez quienes, no obstante estar de acuerdo, en principio, con la necesidad de contar con un idioma patrio, llamaron la atención sobre el beneficio que representaba para los estudiantes, los indígenas en particular, conocer los rudimentos de una lengua originaria del país. Ramírez abogó por el reconocimiento de la existencia de los indios y sus idiomas y propuso un plan de educación bilingüe dentro de una perspectiva práctica que se ajustaba a la realidad económica y social del país (Heath 1972, p. 217). “La enseñanza profesional no debe comprender sino lo que le sea absolutamente necesario [al alumno]; nada de latín ni de idiomas muertos; nada de estudios metafísicos: el gobierno lo enseñará todo, pero unas materias serán voluntarias para los eruditos, para los aficionados, o si se quiere, para ciertas especialidades” (Ramírez 1984 [1866], “Plan de estudios”).

				Lo que el plan de estudios debía contemplar era la enseñanza de dos o tres idiomas vivos, uno de los cuales debería ser cualquiera de los indígenas. Dadas las nuevas necesidades comunicativas del país, ambos, hispanohablantes y hablantes de lenguas indígenas se beneficiarían del estudio del idioma indígena prevaleciente en la región:

				No tan fácilmente se comprende de pronto la necesidad de aprender los idiomas locales; esto exige una disertación; por ahora manifestaremos que en Yucatán todo mundo habla la lengua maya, y saca de esa habilidad grande provecho; en el Valle de México y en el de Puebla, muchos hacendados y comerciantes tienen necesidad de aprender el mexicano; y por otra parte, los indígenas no llegarán a una verdadera civilización, sino cultivándoles su inteligencia por medio del instrumento natural del idioma en que piensan y viven (Ramírez 1984 [1867], “Instrucción primaria”).

				Faustino Chimalpopoca Galicia (¿?-1877), educado en el antiguo Colegio de San Gregorio y profesor de náhuatl en la Nacional y Pontificia Universidad de México y catedrático propietario de mexicano en el Seminario Conciliar del Arzobispado, también luchó por conservar el Colegio estrictamente para la educación de indígenas, aun en contra de la corriente liberal que prevalecía en aquel entonces, que veía a los indigenistas como separatistas. Activo promotor de la alfabetización de los indígenas, escribió manuales y obras didácticas destinadas a la alfabetización de este núcleo de población, así como a la instrucción de religiosos y laicos que quisieran aprender el náhuatl. En 1849 produjo lo que tal vez fue su más exitoso texto, el Silabario en idioma mexicano, que en 1925 iba por su sexta edición (Cifuentes 1998, p. 216; Staples 1994, p. 146). Chimalpopoca también fue intérprete de Maximiliano de Hasburgo, durante cuyo mandato fue el organizador y presidente de la Junta de Protección de las Clases Menesterosas, junta que dio cuerpo a las “Reglas y disposiciones a favor de los indígenas” (Cifuentes 2002a, p. 64)[50]. 

				Cabe recordar que durante el reinado de Maximiliano (1862-1867), Mariano Jacobo Rojas, originario de Tepoztlán, Morelos, propuso al emperador un plan de educación bilingüe para los indios. Aunque éste no se inició, Maximiliano comenzó a promulgar sus decretos en español y en náhuatl (Heath 1972, p. 110). 

				El Primer Congreso de Instrucción, celebrado en 1889, negó la inferioridad racial del indio y promovió la formación de maestros destinados a las áreas indígenas; dichos maestros estarían capacitados para la enseñanza de idiomas indios. También consideró el idioma como una herencia de los mexicanos y se pronunció porque en la enseñanza se usara un estándar lingüístico apegado al que los alumnos hablaran naturalmente. México confirmaba de esta manera su lengua nacional (ibid., p. 117).

				No obstante los reclamos realizados en diversos momentos y circunstancias políticas, a lo largo del siglo XIX, el saldo fue negativo para las lenguas indígenas y el español terminó por instaurarse en las interacciones públicas y reconocerse en los ámbitos institucionales como la lengua que unía e identificaba a los habitantes de la joven república. Esta actitud favoreció la pérdida de varias lenguas indígenas durante esta centuria, entre ellas el californiano, el lipano, el concho, el chuchón, el guasave, el pochuteco, el tubar y el chiapaneco (Pellicer 2002, p. 152).

				LAS LENGUAS INDÍGENAS COMO OBJETO DE ESTUDIO

				A lo largo del siglo XIX se produce un cambio mayor en lo que respecta al conocimiento de las lenguas indígenas; al ser reconocidas como una herencia histórica, empezaron a considerarse como objetos dignos de estudio, de manera similar a los restos arqueológicos que maravillaban entonces a Europa. Paulatinamente se transita de los tratados tradicionales, que tenían como objetivo acercar la lengua en cuestión a los sacerdotes en ciernes para apoyar su labor evangelizadora, a un nuevo tipo de trabajo analítico que responde al espíritu cientificista y empírico de la época; se dejan de elaborar las antiguas artes, concebidas como manuales para enseñar a hablar y a escribir bien, y se empiezan a producir gramáticas, en donde se describen las reglas del lenguaje humano.

				La ciencia decimonónica

				Los antecedentes inmediatos de este cambio se encuentran ya en las políticas borbónicas que se instauraron hacia finales del siglo XVIII[51]. En su afán de buscar nuevas y más eficaces formas de explotar las riquezas habidas en sus dominios, este régimen emprende, junto con las reformas administrativas, una renovación científica en todo el reino, incluyendo sus dominios ultramarinos[52]. Con ello se inicia la profesionalización de la actividad científica, aunque el término (científico) se utilizaría hasta el siglo XIX (Trabulse 1991, p. x).

				Como producto de esta acción, al finalizar el siglo XVIII la Nueva España se encontraba en un brillante momento en el que, por primera vez, se logró una débil pero indiscutible incorporación a la ciencia moderna y se tenía la posibilidad de desarrollar una ciencia independiente. A su llegada, en 1803, al virreinato, Alexander von Humboldt encuentra un activo ambiente de investigación científica en el que criollos y españoles, aunque enfrentados[53], daban cuenta de la realidad americana.

				Sin embargo, la guerra de independencia y la guerra civil que le siguió cortaron parcialmente este incipiente impulso. La primera mitad del siglo XIX, con un país devastado y una sucesión de gobiernos inestables y en constante bancarrota, fueron años malos para la investigación científica; dicha situación se tradujo en una producción muy pobre (Moreno 1994, p. 26, Chinchilla 1985). Lo único que siguió desarrollándose, hasta cierto punto, fue la mineralogía y la botánica, áreas favorecidas por las reformas borbónicas que respondían a los intereses inmediatos de la corona. Así, el primer cuarto de siglo es un periodo caracterizado por las expediciones naturalistas de tipo clásico; entre 1821 y 1841 puede hablarse de la “edad de oro” de los viajeros científicos en México (Maldonado-Koerdell 1991).

				El inicio de la ciencia en México fue tardío y cuando se produjo lo hizo de manera desfasada[54]; no es sino hasta la segunda mitad del siglo cuando podemos hablar de un desarrollo científico formal que empieza a rendir sus primeros frutos y cuyo impulso duraría el resto del siglo[55]. No es sino después de 1867 cuando las sociedades y asociaciones científicas se multiplican en el país. La investigación realizada durante el siglo XIX en el seno de las distintas sociedades respondió a los signos de su tiempo. Por una parte, se desarrolló dentro de los marcos científicos entonces imperantes y, por otra, atendió las necesidades de información que resultaban más apremiantes para la administración pública. En este aspecto contribuyó al proceso de construcción de la unidad nacional (Cifuentes 1994), aunque esto no quiere decir que todos los científicos estuvieran, todo el tiempo, conscientes de ello.

				En el desarrollo de la investigación científica mexicana que tuvo lugar durante el siglo XIX se observan dos tendencias casi antagónicas: 1) la cada vez más directa dependencia del avance científico respecto a las condiciones socioeconómicas que lo enmarcan, lo que va a propiciar la identificación del quehacer científico con los intereses políticos de la nación, y 2) la interdependencia entre las diversas especialidades que se desarrollan (Chinchilla 1985). La primera tendencia obedece a una de las premisas del desarrollo científico que se inicia con la Ilustración, la aplicación de los conocimientos en la solución de problemas reales. En México, el empleo de los conocimientos científicos en la administración pública se observa con mayor claridad conforme avanza el siglo; en 1839 Juan N. Almonte, ministro de Guerra y Marina durante la administración de Anastasio Bustamante, creó la Comisión de Estadística Militar y en 1853 se estableció el Ministerio de Fomento; ambas instituciones requerían de información fiable sobre la situación del nuevo país. 

				La segunda tendencia es producto del carácter propio del científico mexicano durante este periodo. El hombre de ciencia decimonónico sigue siendo un autodidacta, la mayoría de las veces independiente, que incursiona en campos diversos y posee un conocimiento enciclopédico de un sector de la ciencia. En México, la especialización es más bien tardía (Chinchilla 1985); muchos de los estudios científicos decimonónicos fueron realizados por abogados, ingenieros, médicos, sacerdotes diocesanos y ciudadanos comunes (Sánchez 1996, p. 62). Cifuentes (2002c, p. 318) observa que “el vasto universo de pesquisas relativas a las lenguas fue, en su mayor parte, obra de etnógrafos, historiadores, naturistas, anticuarios y eruditos”.

				Durante el siglo XIX la mayor parte de los científicos trabajan no sólo en distintas ramas de la ciencia, sino que en muchos casos combinan esta labor con responsabilidades administrativas y políticas, o bien con la creación literaria; Melchor Ocampo, Ignacio Ramírez y José María Velasco son sólo unos ejemplos. En el caso michoacano, Nicolás León, uno de los científicos decimonónicos que realizó estudios sobre el purépecha, es un claro ejemplo de este carácter. Médico cirujano de origen, abarcó un amplio espectro de intereses que incluyeron, entre otros, la lingüística, etnología, obstetricia, bibliografía, botánica, antropología física e historia de México.

				Clasificaciones y denominaciones 

				Al concluir la gesta de independencia, surge la necesidad de contar con información, lo más precisa posible, del estado general que guarda el país. Los sucesivos gobiernos en turno, tanto liberales como conservadores, requerían saber cuáles eran los recursos naturales y humanos de la joven república. “La base del gobierno económico debe ser una estadística exacta”, señalaría con toda precisión Lucas Alamán en 1823.

				Cuando por fin en 1835 se logra establecer el Instituto Nacional de Geografía y Estadística, que más tarde se constituiría en la Sociedad Mexicana de Geografía y Estadística, las tres secciones que se reconocen respondían muy cercanamente a las áreas de interés de la administración gubernamental de la época: 1) geografía, 2) estadística, y 3) observaciones geográficas, astronómicas y meteorológicas. Durante el resto del siglo, la sociedad aglutinó a muchos de los más destacados talentos del país y jugó un papel importante en el desarrollo de la investigación científica decimonónica. Por su temprana creación, puede considerase que fue el único puente entre la primera y la segunda mitad del siglo en lo que a investigación científica se refiere.

				La Sociedad Mexicana de Geografía y Estadística (SMGE), creada en 1851, fue el nicho natural de la investigación estadística que la administración pública requería. En 1838 esta institución calculó la población del país y en 1862 se encargó del censo nacional. En su seno se desarrollaron los principales diagnósticos sobre las características culturales y la distribución geográfica de los grupos étnicos del país. Desde su inicio, y a lo largo de todo el siglo, la SMGE creó diversas comisiones para tal efecto[56].

				Recién inaugurada, se establecieron dos comisiones relacionadas con la población y los idiomas originarios del país: la primera, a cargo de Juan Agea, Miguel Bustamante y José Mauro Aubin, debía elaborar un Diccionario Geográfico, y otra, coordinada por Mucio Valdovinos, José Fernando Ramírez, Manuel Larraínzar y Charles-Etienne Brasseur de Bourbourg, tenía como objetivo analizar los idiomas y dialectos aborígenes. El trabajo desarrollado por estas comisiones permitió ir acumulando información que se traduciría en nuevas y mejores investigaciones; esta labor fructificó en distintas publicaciones, entre las que destaca la Colección polidiomática mexicana que contiene la oración dominical vertida en 52 idiomas indígenas de aquella República, que vio la luz en 1860.

				Diez años más tarde, en 1861, la SMGE crea otras tres comisiones que serían claves para el conocimiento de las lenguas indígenas del país: una comisión, bajo la responsabilidad de Manuel Orozco y Berra, tuvo como objetivo el estudio de los Idiomas del país, lugares donde se hablan y número de los habitantes que las usan; como producto de este trabajo Orozco y Berra presentó la Geografía de las lenguas y carta etnográfica de México (1857-1864). Otra comisión más, a cargo de Francisco Pimentel, se ocupó de los idiomas del país en la parte lingüística. Como producto de este trabajo Pimentel publicó diversos trabajos originales y reeditó otros sobre algunas de las lenguas indígenas del país; destaca el Cuadro descriptivo comparativo de las lenguas indígenas de México (1862-1875). Otra comisión más, encabezada por José Fernando Ramírez, tomó a su cargo las “Costumbres y carácter de los habitantes” (Cifuentes 1998, 2002a y 2002b).

				Los trabajos sobre lenguas indígenas desarrollados durante la segunda mitad del siglo se enmarcan dentro de los lineamientos neogramáticos y comparatistas que se venían desarrollando en Europa desde fines del siglo XVIII. Los conceptos de cambio lingüístico, evolución y parentesco, así como los principios del método comparativo, permitieron a los estudiosos decimonónicos, como Pimentel y Belmar, avanzar de manera considerable en la clasificación de las diversas lenguas habladas en el territorio nacional.

				A partir del concepto de evolución, y tomando como base la tipología de lenguas desarrollada por Schleicher, Pimentel propuso una clasificación de lenguas que adjudicaba un mayor grado de desarrollo al español sobre el total de las lenguas indígenas del país. La terminología que Pimentel emplea muestra un ejercicio lingüístico que no sólo replica el modelo europeo, sino que intenta adaptarlo para dar cuenta del caso de las lenguas mexicanas[57]. Dentro de éstas últimas, lenguas como el náhuatl resultaban ser las más desarrolladas, en tanto que otras, como el otomí, fueron consideradas las de mayor antigüedad y menor desarrollo.

				Las clasificaciones y estudios sobre lenguas indígenas realizadas durante el siglo XIX fueron los primeros trabajos modernos que permitieron tener una idea de la realidad multilingüe del país y, al mismo tiempo, brindaron una base científica a las políticas lingüísticas que pugnaban por el abandono de las lenguas indígenas y el reconocimiento del español como lengua nacional. El principio de evolución permitió clasificar al español como un idioma más completo y perfecto, “lo que dio por sentado su derecho lingüístico a permanecer como la lengua de oficio del México independiente” (Pellicer 2002, p. 152). 

				El caso purépecha resulta ilustrativo del trabajo científico que sobre las lenguas indígenas se desplegó durante esta centuria. En 1833, fray Manuel de San Juan Crisóstomo Nájera escribe la única gramática sobre la lengua purépecha que se produjo en la primera mitad del siglo, apoyado en las gramáticas coloniales redactadas durante los siglos XVI y XVII. Habría de transcurrir casi medio siglo antes de ver otros trabajos sobre esta lengua. En 1896 aparece el estudio más extenso que se realiza sobre el purépecha en el siglo XIX: se trata de Langue Tarasque. Grammaire, dictionnaire, textes traduit et analyses, elaborado por Raoul de la Grasserie y Nicolás León y publicado en París. Otros estudios son “El tarasco. Noticias preliminares”, de Francisco Pimentel; “Comparación del tarasco con el mexicano y sus afines”, de Antonio Peñafiel (1885); y los artículos sobre diversos temas filológicos que debemos a la pluma del doctor Nicolás León[58].

				El rescate de las fuentes coloniales

				Dos nociones asociadas con el concepto de evolución fueron la supremacía de la lengua escrita sobre la oral y el inminente deterioro que las lenguas sufrían con el paso del tiempo. Los científicos decimonónicos estaban convencidos de que las lenguas que hablaban los indígenas contemporáneos eran versiones corruptas de las originales y que estaban condenadas a desaparecer como consecuencia inexorable del proceso de evolución histórica[59]. Esto propició que consideraran como principal —y muchas veces, única— fuente de estudio los textos escritos, siglos antes, por los misioneros. Esto explica que el siglo XIX fuera un periodo en el que se desarrolló una intensa labor de documentación, rescate y reedición de artes, vocabularios y catecismos producidos durante la época colonial.

				Una parte importante del quehacer científico de la época se ocupó de dar cuenta del acervo disponible de textos coloniales para el estudio de las lenguas indígenas de México. En periódicos, revistas y gacetas abundan las noticias sobre documentos antiguos, raros y desconocidos. Muchos de los más prominentes hombres de la época destinaron buena parte de sus esfuerzos en este sentido; Melchor Ocampo, en su Bibliografía Mexicana, describe y comenta 29 obras relacionadas con las lenguas indígenas de México. Pero quizás Joaquín García Icazbalceta fue el más destacado bibliógrafo del siglo; dedicó gran parte de su vida a reunir y comentar valiosos documentos históricos y literarios del siglo XVI. Su obra principal fue la Bibliografía Mexicana del siglo XVI. Catálogo razonado de libros impresos en México 1539-1600, que vio la luz por primera vez en 1886. Se trata de la obra de un auténtico erudito, que incluye biografías de los autores, facsímiles de portadas antiguas, extractos de libros raros y un sinnúmero de notas bibliográficas (Calleja 2004, p. 219).

				En el caso del purépecha, destacan dos nombres en el rescate de las fuentes coloniales a finales del siglo XIX: Nicolás León y Antonio Peñafiel. El primero reeditó en 1890 el Arte y dictionario en lengua Michuacana de Juan Baptista de Lagunas, que vio la luz por vez primera en 1574, y en 1898 el Arte de la lengua de Michuacan de Maturino Gilberti, editado por primera vez en 1558. Antonio Peñafiel, por su parte, en 1886 reeditó el Arte de la lengua tarasca, escrito por Diego Basalenque hacia 1645 y editado por primera vez en 1714, y en 1898 el Vocabulario en lengua de mechuacan, de Maturino Gilberti, escrito en 1559. La única obra colonial de carácter lingüístico que no fue reeditada en el siglo XIX fue el llamado Diccionario Grande (de finales del siglo XVI o principios del XVII), manuscrito de autor anónimo que permaneció inédito hasta 1991 (Warren 1991).

				CONCLUSIONES

				El siglo XIX se define como un periodo de profundos y constantes cambios en todos los órdenes; México nace al mundo como un país independiente y se consolida como una república federal. Conforme transcurre el siglo cambia la situación económica, política y social; el país se integra, con sus particularidades, al mercado capitalista emergente y esta modernización genera nuevas necesidades comunicativas en los hablantes, que tienen repercusiones importantes en su vida cotidiana.

				Las nuevas relaciones de producción, ahora entre dueños de los medios de producción y asalariados, propician la creación de nuevos espacios y momentos de interacción comunicativa y obligan a refuncionalizar los ya existentes; surgen nuevos actores cuyo potencial como agentes de innovación y difusión lingüística y cultural ha sido hasta ahora muy poco estudiado. En las cada vez más frecuentes interacciones comunicativas prevaleció el uso del español sobre las lenguas indígenas, que a lo largo de este siglo gradualmente perdieron utilidad y quedaron confinadas a los espacios más privados y a los momentos más informales. La realidad exigió, cada vez más, a los hablantes de lenguas indígenas, aprender también el español para poder interaccionar en los nuevos contextos, lo que explica el significativo incremento del bilingüismo que se observa durante esta centuria.

				Al nacer a la vida independiente, el país se encuentra ante una doble necesidad: atender una población plurilingüe y pluricultural, y desarrollar entre todos los habitantes del nuevo país una conciencia de nación; se necesitaba urgentemente símbolos para la unidad nacional. Uno de los factores aglutinantes que se enarbolaron fue la lengua; la nueva nación se identificaba con un idioma patrio, que al finalizar el siglo era ya reconocido plenamente como la lengua nacional; el idioma escogido fue el español, la lengua del grupo dominante al finalizar la guerra de independencia. Las lenguas indígenas fueron vistas entonces sólo como una herencia del pasado que, a semejanza de las ruinas arqueológicas, merecían ser objeto de estudio, pero no de protección, fomento o desarrollo.

				El proyecto de nación que prevaleció, sustentado en los principios del liberalismo, uniformó a todos los habitantes; antes distinguidos por castas, los nuevos ciudadanos fueron vistos como iguales ante la ley. Sin embargo, esta igualdad de dictum era desmentida por los hechos; no todos los habitantes se enfrentaban ante la ley en igualdad de circunstancias económicas y culturales. Los hablantes de lenguas indígenas resultaron ser la población más vulnerable en esta situación; la frontera del idioma les impedía tener acceso a los beneficios del nuevo régimen, justicia, salud y educación, que se impartían en español. 

				La realidad plurilingüe del país se ve desde diferentes perspectivas en los distintos momentos político-sociales que vive la joven nación a lo largo de este periodo. Hacia finales del siglo XVIII y durante la primera mitad del siglo XIX prevalece la visión ilustrada del “buen salvaje” al que hay que redimir mediante la educación. A partir de la segunda mitad del siglo, con el advenimiento de positivismo, esta visión cambia y el indio se constituye en un lastre, ya que representa la parte débil, la menos apta, que impide a la sociedad arribar a la modernidad que tanto anhela; la educación se aboca entonces a formar hombres prácticos, útiles al nuevo orden.

				Las políticas ejercidas durante este periodo por los sucesivos gobiernos —fueran éstos liberales o conservadores, ilustrados o positivistas— sobre los pueblos indígenas oscilaron entre la incorporación y el exterminio. En lo que a la lengua se refiere, dichas políticas privilegiaron en todo momento el uso del español, que se constituyó entonces en la lengua vehicular reconocida oficialmente por la legislación. El estudio de las lenguas indígenas que se realizó durante la centuria, llevado a cabo dentro del marco teórico de la neogramática y el método comparativo, apoyaron esta visión que colocaba al español en un nivel evolutivo superior a todas las lenguas indígenas habladas en el territorio nacional, justificando así de manera científica la castellanización de toda la población y el abandono de las lenguas indígenas en todos los ámbitos públicos.

				Como hemos visto, la sociedad decimonónica fue tan compleja como cualquier otra; los distintos grupos que la integraban respondían de manera específica a los cambios que se generaban de manera acelerada y a veces violenta. Cada uno de ellos contaba con distintos recursos que les conferían márgenes de adaptación y contestación diferentes. Esta complejidad incluye a los grupos indígenas que, lejos de lo que comúnmente se supone, presentaban diferentes condiciones históricas, económicas, políticas y culturales. Esta heterogeneidad explica las distintas reacciones que cada grupo tuvo hacia las políticas y acciones que los gobiernos decimonónicos ejercieron sobre ellos. 

				Por las nuevas condiciones sociales de comunicación generadas durante el siglo XIX, ésta fue una época en la que el contacto entre el español y las distintas lenguas indígenas se intensificó de manera notable. En este estudio hemos presentado las tendencias generales que se observan durante la centuria y que apuntan hacia una pérdida de funcionalidad de las lenguas originarias a favor del español, pero, como hemos visto, sabemos muy poco aún sobre situaciones concretas y fenómenos específicos. Desconocemos casi todo sobre las repercusiones que el intenso contacto tuvo en la estructura de las lenguas mismas; en el caso del purépecha, por ejemplo, un primer acercamiento a los datos hace pensar que ésta fue la época decisiva en la que se forjó lo que podríamos llamar el purépecha moderno. La compleja heterogeneidad lingüística que caracteriza al país requiere estudios de caso que arrojen luz sobre las distintas dinámicas sociolingüísticas que durante este período experimentaron las lenguas indígenas así como el español mexicano. No debemos olvidar que la expansión de uno implicó el retraimiento de las otras.
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				NOTAS AL PIE

				
					
						[1] El domestic system refiere a la alternancia agricultura-industria por parte de los campesinos que en épocas de escasa actividad agrícola trabajaban en sus casas con artefactos de su propiedad, para comerciantes que les proporcionaban materias primas y adquirían los productos elaborados por ellos (La Enciclopedia 2004, t. 17).

					

					
						[2] “Al entrar en vigor el sistema de intendencias fue abolida la división política clásica de la Colonia basada en las alcaldías mayores y corregimientos, creándose el antecedente más antiguo de la división política actual de las provincias” (Terán 1997, p. 337).

					

					
						[3] El extenso obispado de Michoacán, en el que se localiza la región purépecha, quedó dividido en tres intendencias: Guanajuato, Michoacán y San Luis Potosí. La intendencia de Valladolid (Michoacán) incorporó las tres ciudades que en el primer siglo de la conquista habían ostentado el título de “Ciudad de Michoacán”: Valladolid, Pátzcuaro y Tzintzuntzan, Incluyó también las villas de Zamora, Zitácuaro y Charo, 254 pueblos de indios además de unos veinte “lugares de españoles” (ibid., p. 338).

					

					
						[4] Los pueblos de indios poseían un territorio relativamente autónomo, éste incluía propiedades comunitarias: montes, agostaderos, haciendas, ranchos y extensiones variables de tierra (ibid., p. 339).

					

					
						[5] De acuerdo con Florescano (2000 [1996], p. 152) la barrera que separaba a los pueblos de indios del resto de la sociedad era triple: territorial, étnica y lingüística, lo que definió su participación en la sociedad colonial como fuerza de trabajo subordinada a las necesidades de la economía española. Si bien coincidimos en términos generales con esta aseveración, siguiendo a autoras como Terán y Tanck preferimos enfatizar aquí la complejidad y heterogeneidad de estas congregaciones. Es importante ponderar la posibilidad de dicha complejidad en el momento de considerar diversos contextos que pudieron propiciar diferentes necesidades comunicativas.

					

					
						[6] La importancia política y social de los intérpretes o lenguas no pasó desapercibida para las autoridades coloniales, quienes durante el siglo XVI y sobre todo en el XVII legislaron en torno a este oficio para tratar de limitar su influencia (cf. Reyes 1997).

					

					
						[7] Término de la época (Terán 1997).

					

					
						[8] Estos últimos eran “reales mineros, cruces de caminos o rancherías crecidas, donde los indios vivían arrimados. Los padrones de tributarios indios de finales del siglo XVIII dividían a éstos en indios radicados en pueblos e indios laboríos, es decir los que se iban a trabajar a las haciendas o a lugares de españoles” (ibid., p. 338).

					

					
						[9] Una manifestación más de este proceso de mestizaje se observa en la vestimenta que era común entre los indios michoacanos al final de la Colonia. Humboldt, en su visita a Michoacán, en septiembre de 1803, se asombra “de la mezcla extraña del antiguo traje indio con el traje introducido por los colonos españoles” (Sánchez 2003, p. 41).

					

					
						[10] “Circunstancialmente se llamarán federalismo y centralismo, clase media frente a clero, milicia y grandes propietarios, partidarios de Estados Unidos y partidarios de Europa. Y aún podría añadirse que, cuando menos hacia mediados del siglo, se trataba también del enfrentamiento de una generación joven con otra adulta” (Martínez 1977, p. 286).

					

					
						[11] Esta discusión replica en México un debate que en el siglo XIX tiene dimensiones continentales; la querella entre clásicos y románticos tuvo como abanderados a Andrés Bello y Domingo Faustino Sarmiento (ibid., p. 327).

					

					
						[12] Los títulos de los periódicos de la época son significativos: “El Águila Mexicana, Ahí va ese hueso que roer y que le metan el diente, El Federalista, El Atleta, El Gladiador, El Fénix de la Libertad, El Genio de la Libertad, El Indicador de la Federación Mexicana, La Antorcha, La Lima de Vulcano, El Mosquito, El Mono, La Verdad Desnuda, La Oposición, El Crepúsculo de la Libertad, El Cosmopolita, El Gallo Pitagórico, El Restaurador, Don Simplicio, El Tiempo, El Eco del Comercio, son algunos de los muchos diarios que circularon en la capital y que encierran en sus nombres las aspiraciones de sus editores, los conflictos del momento, las posturas ideológicas de sus redactores” (Suárez 2005, p. 13).

					

					
						[13] En cuyo artículo 40 se asentaba: “En consecuencia, la libertad de hablar, de discurrir y de manifestar sus opiniones por medio de la imprenta, no debe prohibirse a ningún ciudadano, a menos que en sus producciones ataque el dogma, turbe la tranquilidad pública y ofenda el honor de los ciudadanos” (“Decreto constitucional para la libertad de la América Mexicana sancionado en Apatzingán, 22 de octubre de 1814”).

					

					
						[14] Para una discusión de Mesoamérica como un área lingüística, cf. Campbell, Kaufman y Smith-Stark (1986).

					

					
						[15] De acuerdo con Smith-Stark (1989, p. 307), en el siglo XIX se puede hablar de 11 familias originarias: yumano, seri, tequistlatecano, yutonahua, otomangue, tarasco, totonaco, mayance, mixezoque, huave y algonquina.

					

					
						[16] En las postrimerías de la época colonial, destacan tres documentos con información de carácter oficial sobre la población de la Nueva España: el Ensayo Político sobre el Reino de la Nueva España, elaborado por Alexander von Humboldt a partir de los documentos que le proporcionó el conde de Revillagigedo, editado en 1804; las Tablas geográfico políticas del Reino de la Nueva España, escritas por D.J. Salas y publicadas en 1815, y las Memorias sobre la Población del Reino de la Nueva España, realizadas por Fernando Navarro y Noriega en 1820 (Cifuentes 2002a, p. 28).

					

					
						[17] La Carta General de la República Mexicana (1862) elaborada por Antonio García Cubas registra 8 212 547 habitantes y la Carta Etnográfica de México (1866) de Orozco y Berra habla de 8 258 060 (ibid., p. 29).

					

					
						[18] El primer estudio geográfico-estadístico producido en la época independiente fue el Análisis Estadístico de la Provincia de Michoacán en 1822, que Juan José Martínez de Lejarza publicó en 1824. En 1849 se publicaron los Apuntes para la cartografía y la estadística del Estado de Michoacán, que Ignacio Piquero preparó por encargo de la Junta Menor del Instituto Nacional de Geografía y Estadística. En la segunda mitad del siglo XIX se elaboraron otras tres obras de este tipo: en 1860 José Guadalupe Romero presentó las Noticias para formar la historia y la estadística del obispado de Michoacán; en 1862 José María Pérez Hernández editó una Geografía y Estadística de la República Mexicana y en 1872 un Compendio de la geografía del Estado de Michoacán de Ocampo. Por último, entre 1888 y 1895 Alfonso Luis Velasco integró una Geografía y Estadística de la República Mexicana, uno de cuyos volúmenes está dedicado a Michoacán. Este mismo autor publica una versión ampliada de la anterior en 1895, con el nombre de Geografía y estadística del Estado de Michoacán (Sánchez 1996, pp. 63-67).

					

					
						[19] “Los indios que habitan en la Provincia de Valladolid forman tres pueblos de origen diferente: los tarascos, célebres en el siglo XVI por sus suaves costumbres, por su industria en las artes mecánicas y por la armonía de su lengua rica en vocales; los otomíes, tribu todavía hoy atrasada en la civilización y que habla una lengua llena de aspiraciones nasales y guturales; los chichimecas, que como los tlaxcaltecas, los nahuatlatos y los aztecas han conservado la lengua mexicana. Toda la parte meridional de la intendencia de Valladolid está habitada por indios; y no se encuentra otra cara blanca en los pueblos sino la del cura, que muchas veces es también indio o mulato” (Humboldt [1822] 1991, p. 167). 

					

					
						[20] “En aquel temple riguroso los únicos españoles que llegaron a establecerse, fueron aquellos que por sus funciones se vieron obligados a hacerlo, esto es: a), los curas párrocos, sus vicarios y esclavos; los frailes agustinos y sus esclavos en Zirosto, Paranguaricutiro y Tingambato; y los franciscanos en Charapan y Sevina; b), uno que otro empleado gubernamental, y c), comerciantes que rescataban en Paracho. El mestizaje que tales sujetos puedan haber provocado debe de haber sido de poca monta: los censos del siglo XVIII, recogen resultados de esta mezcla biológica y en ellos veremos que por 1742 había en todo el territorio de la Meseta 3 familias mulatas en Capacuaro; 11 de españoles, mestizos y mulatos en Paracho, 2 de españoles en Arantza y 5 más en Nahuatzen” (Aguirre Beltrán 1952, p. 86).

					

					
						[21] Esta práctica no era ni desconocida ni novedosa; ya en 1772 circularon unos impresos en forma de mandamientos escritos tanto en español como en mixteco para convocar a una revuelta en Nochistlán, Oaxaca (Tanck 1999, p. 583).

					

					
						[22] Tanck (ibid., p. 582) observa que hacia finales del siglo XVIII aproximadamente 20% de los indios y de los no indios manejaba el español y la lengua indígena de la localidad en la que habitaba y que “al usar una segunda lengua, ni los indígenas ni los españoles perdían su identidad cultural. Estos grupos bilingües de las dos sociedades —india y no india— facilitaban la comunicación y el intercambio económico”.

					

					
						[23] A partir de la plaza se tiraba a cordel las calles a modo de formar cuadras regulares “repartidas en solares circundados por bardas de piedra suelta y dentro de ellos las trojes y los ecuaros con los árboles frutales: manzanos, duraznos y capulines” (Aguirre Beltrán 1952, p. 95).

					

					
						[24] En contraparte, “hubo también zonas del país que se caracterizaron por ser expulsoras de habitantes, debido a las pocas oportunidades de empleo, como ocurrió en partes de Zacatecas, Estado de México, San Luis Potosí, Guanajuato y Oaxaca, cuyos habitantes se trasladaron a otras zonas del país, o a Estados Unidos, en busca de mejores oportunidades. La población agrícola alrededor de las ciudades y los trabajadores no calificados formaron los contingentes migratorios más numerosos” (Ludlow 2001, p. 155).

					

					
						[25] “Tal parece que cuatro quintas partes de los habitantes de la ciudad pertenecían a estos sectores populares que recibían los nombres de ‘leperuza’ o ‘peladaje’” (Pérez Montfort 2003, p. 64).

					

					
						[26] La presencia de población no indígena en las cabeceras de república es variable; algunos poblados se caracterizaron por contar con “familias de razón” desde épocas muy tempranas, mientras que otros conservaron su perfil indio por mayor tiempo (Aguirre Beltrán 1952).

					

					
						[27] El estudio de Cifuentes y Pellicer (2003) sobre el “habla payuna” representa uno de los pocos esfuerzos en este sentido.

					

					
						[28] Anne Staples (2005) advierte la relatividad de las descripciones de la época. Algunos autores, como Mora, pecan de optimistas al presentar una sociedad mucho más moderna y desarrollada de la que realmente existía; otros, los pesimistas, se recrean en “morbosas descripciones de la miseria, suciedad, fanatismo y corrupción” que, a sus ojos, caracterizaba la sociedad mexicana, especialmente en los primeros años de la independencia. 

					

					
						[29] “Campesino quiere decir al mismo tiempo vaquero, trabajador estacional en las minas o en los aserraderos de amplias zonas del norte, pizcador de algodón —como sucede en la Comarca Lagunera—, o bien pescador de río y de costa, ganadero en pequeño y eventualmente comerciante” (Torres, Arenal y Ruiz 2001, p. 247).

					

					
						[30] El hecho de haber usado a lo largo de la historia un único término genérico, indio, para referirnos a una serie de pueblos con cultura, organización socioeconómica y lenguas diversas, ha terminado por oscurecer una realidad heterogénea (Aguirre Beltrán 1983, p. 11).

					

					
						[31] Los antecedentes históricos de este doble tratamiento se remontan a la Colonia; recordemos que la corona española distinguió entre los pueblos mesoamericanos sedentarios y los grupos nómadas que habitaban Aridoamérica, a los que englobó bajo el nombre de chichimecas. Con estos últimos mantuvo una guerra justa y les adscribió, cuando lograba capturarlos, el estatus de esclavos; en consecuencia les negó el uso de la lengua vernácula en la enseñanza y las restantes prerrogativas que reconoció a los pueblos de indios (ibid., p. 51; Carrillo 1998).

					

					
						[32] Cabe recordar que este proceso de secularización se inicia, en rigor, durante la última fase del siglo XVIII con las reformas borbónicas. Las leyes de Cádiz de 1813 establecían la obligación de los ayuntamientos municipales de abrir y sostener una escuela primaria en cada pueblo.

					

					
						[33] Casi todos los poblados tenían un escribano de república que leía los decretos y redactaba las respuestas. Con el gobernador y los alcaldes se llevaban las listas de tributarios; el mayordomo de la cofradía administraba los fondos y ganados. Los gobernadores representaban al pueblo en sus pleitos, autorizaban testamentos, dirigían las juntas y recolectaban el tributo (Tanck 1999, p. 417).

					

					
						[34] El intento más serio de reformar el sistema educativo en la primera mitad del siglo XIX se dio entre 1833-1834 durante el gobierno de Valentín Gómez Farías. Declaró la libertad de enseñanza, creó la Dirección General de Instrucción Pública, encargada de supervisar la instrucción pública primaria en el distrito y territorios federales y dispuso la creación de primarias en todas las parroquias de la ciudad y en los pueblos del distrito. La Ley Orgánica de Instrucción, decretada por Benito Juárez en 1867, reorganiza el sistema educativo bajo un régimen laico y conserva su carácter gratuito y obligatorio. La reforma de 1869, aunque no señalaba el carácter laico de la enseñanza, suprimió del programa las materias religiosas.

					

					
						[35] La idea clave consistía en que el niño debía estar constantemente activo; siempre estaba aprendiendo algo de su instructor. Incluía, además toda una serie de “innovaciones tecnológicas”, como el empleo de mapas, carteles y areneros, y los ejercicios de dictado (Tanck 1978, pp. 1987-1989; 1992, p. 59).

					

					
						[36] “En el informe del Ministro Baranda en 1843, se registraban 1310 escuelas primarias. La guerra con los Estados Unidos, la Guerra de Reforma y la Intervención Francesa, no eran los acontecimientos más indicados para el mejoramiento de la situación, y sin embargo en 1857 se registraban 2424 escuelas. De las 4570 que existían en 1870, casi la mitad eran una realización del esfuerzo liberal. Para 1874, Díaz Covarrubias menciona 8103 escuelas primarias, de las cuales, 5567 eran para niños, 1594 para niñas, 548 mixtas, 124 para adultos, 21 para adultas y 249 sin clasificación” (Vázquez 1992, pp. 99-100).

					

					
						[37] La obligación de los ayuntamientos de mantener sus respectivas escuelas perduró hasta que la Compañía Lancasteriana tomó esa responsabilidad en 1842; con el retorno al federalismo en 1846, los ayuntamientos retomaron la responsabilidad sobre el manejo y el financiamiento de sus escuelas.

					

					
						[38] Cabe recordar que con los criollos ilustrados el latín deja de ser una lengua muerta y se incorpora de lleno a la vida literaria, se vuelve cosa propia por la maestría con la que se le cultiva y por el decidido espíritu mexicano con el que se le emplea. La Rusticatio Mexicana de Rafael Landívar es, quizás, la máxima expresión de este apogeo del latín. Por otra parte, las lenguas indígenas tampoco eran ajenas a los habitantes novohispanos; algunas lenguas indígenas —especialmente el náhuatl— se cultivaban entonces con profusión y los hombres letrados de la época las consideraban expresión privilegiada de las culturas indígenas que el entonces naciente espíritu mexicano tenía en alta estima.

					

					
						[39] Muchas de las disposiciones educativas que se dieron en la primera mitad del siglo se inspiraron en las propuestas gaditanas de 1812 que, si bien nunca entraron en vigor, sentaron un importante precedente.

					

					
						[40] La cartilla era un librito que conservó el mismo formato desde el siglo XVI: “presentaba cada letra del alfabeto, luego las sílabas formadas por una consonante y una vocal y sílabas de tres y cuatro letras. El niño pronunciaba cada letra y después enunciaba la palabra. Este método era el deletreo” (Tanck 1999, p. 408). Muchas veces las cartillas también incluían las oraciones más sencillas, las nociones del catecismo y la tabla de Pitágoras (Castañeda 2004, p. 37). 

					

					
						[41] Se trata de un catecismo escrito en el siglo XVI por el jesuita español Jerónimo de Ripalda: Catecismo y exposición breve de la doctrina cristiana, con un tratado muy útil del orden con que el christiano debe ocupar el tiempo y emplear el día (Tanck 1999, p. 407).

					

					
						[42] Además del catecismo del padre Ripalda, también se tradujeron a diversas lenguas indígenas el catecismo breve del padre Bartolomé Castaño y el de Antonio Vázquez Gastelú; algunas de estas versiones siguieron reimprimiéndose en el siglo XIX.

					

					
						[43] Hacia la segunda mitad del siglo XVIII los franciscanos se habían alejado considerablemente de la práctica antes común de usar los idiomas indígenas en las ceremonias religiosas y al predicar (Tanck 1994a, p. 74). Sin embargo, el humanismo jesuita, dentro del cual se formaron varias generaciones de criollos ilustrados que acudieron a la Universidad o llegaron al sacerdocio, seguía ponderando el conocimiento y la enseñanza de los idiomas indios en la labor evangelizadora (Urquijo 1997); prueba de ello son los esfuerzos de algunos sacerdotes por seguir produciendo y reproduciendo catecismos en lengua indígena (Villavicencio en prensa). 

					

					
						[44] La palabra catecismo refería al método de exposición que se basaba en una sucesión de preguntas y respuestas. Durante el siglo XIX, en México también proliferaron los “catecismos de Ackerman”, libros de divulgación destinados a jóvenes y adultos que trataban temas prácticos, técnicos y científicos (geografía, química, historia natural, astronomía, mineralogía, gramática castellana, historia) (Tanck 1994b, pp. 113-114). 

					

					
						[45] Ambos autores se conocían, Olivares fue amigo cercano de Nicolás León, quien lo consideraba un “inteligente tarasquista”; fue él quien lo auxilió en la traducción de documentos antiguos escritos en purépecha que León dio a conocer en los Anales del Museo Michoacano (Sánchez 1997, Fernández de Córdoba 1944).

					

					
						[46] “Especialmente entre 1753 y 1772, las autoridades eclesiásticas promovieron las escuelas para que los indígenas dejaran de hablar su idioma nativo y aprendieran español” (Tanck 1999, p. 339).

					

					
						[47] La tradición del catecismo político había comenzado hacia finales del siglo XVIII, primero en la Francia revolucionaria, de donde pasó a España en 1793 (Tanck 1994b, p. 115).

					

					
						[48] “Con la ley Orgánica de Instrucción Pública de 1867 los principios liberales-positivistas se convierten en política educativa, estableciendo un sistema bien definido que al organizar las instituciones culturales y educativas concretan la aspiración de unificar a la nación. En consecuencia, también da origen a teorías pedagógicas propias, mexicanas, por lo que es entonces cuando inicia la Pedagogía, propiamente entendida en México” (Soto 1997, p. 233). 

					

					
						[49] Durante el siglo que nos ocupa prevalece el término castellano: “A lo largo del siglo XIX se empleó, casi siempre, el adjetivo castellana (lengua castellana) en las ediciones académicas, tanto españolas cuanto mexicanas. En las publicaciones no estrictamente académicas alternaban castellana y española, aunque con claro predominio de la primera sobre la segunda” (Moreno de Alba 1999, p. 455).

					

					
						[50] Chimalpopoca desarrolló una amplia gama de tareas: profesor, traductor e intérprete. Cifuentes (2002a, p. 64) realiza una breve semblanza de este autor. 

					

					
						[51] A partir de 1768 se puede reconocer una etapa en la que los primeros criollos ilustrados realizaron un loable esfuerzo por modernizarse; sin embargo, no podemos hablar de una comunidad científica como tal, ni de una tradición de investigación: “Los científicos criollos eran autodidactas y, por ende, asistemáticos e individualistas, pues abrevaron en instituciones de tradición escolástica y no científica” (Moreno 1994, p. 23).

					

					
						[52] En el último tramo del periodo virreinal, los estudios científicos que se realizaban en la Nueva España estaban circunscritos por tres hechos: el atraso científico respecto a la metrópoli, la condición dependiente del territorio y la existencia de una realidad que era, en parte, nueva e inédita ante la ciencia europea (ibid., p. 18).

					

					
						[53] En la última década del siglo XVII, la corona española había enviado un grupo de prominentes científicos, en su mayoría metalurgistas y botánicos, que se encargaron de formar a una nueva generación de criollos ilustrados, quienes establecerían la ciencia sistemática e institucional que se desarrolló hacia finales del periodo virreinal. Sin embargo, se produjo un choque entre maestros y discípulos cuando los primeros desconocieron la importancia y capacidad de los segundos, impidiéndoles ocupar cátedras y escamoteándoles méritos. Estos últimos reaccionaron encerrándose en la especificidad de su realidad y rechazando los nuevos paradigmas científicos europeos que eran incapaces de dar cuenta de ella. Ambos grupos entregan a Humboldt sus hallazgos; vistos hasta entonces como simples anomalías, dichos hallazgos constituyeron la materia prima que le permitió al ilustre viajero operar un cambio de paradigma que fue revolucionario para todo el orbe (ibid.).

					

					
						[54] En Europa, durante la primera mitad del siglo se observa un “proceso permanentemente acumulativo y cada vez más acelerado de descubrimientos científicos”, y una etapa posterior (1850-1870) de popularización de la ciencia. En México, sin haber pasado por la etapa acumulativa, el desarrollo de la ciencia mexicana se inicia por la popularización del conocimiento científico; la apertura de la Escuela Preparatoria en 1867 y la labor de los positivistas pueden considerarse el punto de arranque de este periodo (Chinchilla 1985).

					

					
						[55] El Primer Congreso Científico Mexicano, celebrado en 1912, marca el punto final de la ciencia prerrevolucionaria y el punto de arranque de la ciencia del México moderno (ibid.).

					

					
						[56] Para un panorama detallado de la labor desarrollada por los miembros de la SMGE en el estudio de las lenguas indígenas durante el siglo XIX remitimos a los excelentes trabajos de Cifuentes (2002a y 2002b).

					

					
						[57] Pimentel estableció cuatro órdenes gramaticales: lenguas polisilábicas, polisintéticas de subflexión, en las que incluyó las lenguas del grupo mexicano-ópata y las de las familias tarasca, mixe-zoque y totonaca; lenguas polisilábicas, polisintéticas de yuxtaposición, que abarcaban las lenguas de la familia mixteco-zapoteca y la familia pirinda o matlatzinca; lenguas paulo-silábicas sintéticas, que incluían las lenguas de las familias maya y apache; lenguas cuasi-monosilábicas, en las que integró las lenguas de la familia otomí (Pimentel 1862).

					

					
						[58] Algunos títulos de Nicolás León son los siguientes: “La aritmética entre los tarascos” (1888), “Etimología de algunos nombres tarascos de los pueblos de Michoacán y otros Estados” (1888), “¿Cuál era el nombre gentilicio de los tarascos y el origen de este último? (1888), “Calendario de los tarascos” (1888), “Nota sobre la toponimia tarasca” (1888), “Glosario de voces castellanas derivadas del idioma tarasco o de Michoacán” (1888), “Fray Maturino Gilberti y sus escritos inéditos” (1889), “Silabario del idioma tarasco o de Michoacán” (1886), “El matrimonio entre los tarascos precolombinos y sus actuales usos” (1889), “Nombres de animales en Tarasco y Castellano, con su correspondiente clasificación científica” (1889).

					

					
						[59] El criterio de pureza también llevó a los científicos decimonónicos a pugnar por preservar los topónimos de origen indígena y emprender su documentación y análisis.
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